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INICIATIVA LEGISLATIVA

Proyecto de ley

8-11/PL-000005, Ley del Turismo de Andalucía

Aprobada por el Pleno del Parlamento de Andalucía el día 
14 de diciembre, en el transcurso de la sesión celebrada 
los días 14 y 15 del mismo mes y año
Orden de publicación de 19 de diciembre de 2011

LEY DEL TURISMO DE ANDALUCÍA

8-11/PL-000005

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Ley del Turismo de Andalucía se fun
damenta en el artículo 71 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, que atribuye a la Comunidad Autónoma la 
competencia exclusiva en materia de turismo, que incluye, 
en todo caso, la ordenación, la planificación y la promoción 
del sector turístico. Por su parte, el artículo 37.1.14.º del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía establece como 
uno de los principios rectores de las políticas públicas de 
la Comunidad Autónoma el fomento del sector turístico, 
como elemento económico estratégico de Andalucía. 
Transcurridos más de diez años desde la aprobación de la 
primera Ley del Turismo de Andalucía, la presente norma 
tiene como objetivo consolidar un marco jurídico general y 
homogéneo del que emane toda la producción normativa 
en materia de turismo de nuestra Comunidad Autónoma, 
en ejercicio de la competencia exclusiva señalada.

El turismo se configura como la actividad del sector 
servicios que mayores repercusiones, en términos de 
renta y empleo, genera en Andalucía, constituyendo un 
recurso de primer orden que se encuentra en constante 
dinamismo y siendo, durante las últimas décadas, una 
de las principales palancas dinamizadoras de nuestro 
crecimiento y desarrollo socioeconómico.

Mantener este importante papel nos exige abordar 
numerosos retos presentes y futuros derivados de 
factores tan diversos como una creciente competencia 
a nivel internacional, la atención a un nuevo concepto 
de turista mucho más exigente y un nuevo escenario 
económico que engloba la actividad turística. Todo 
ello nos obliga a estar más alerta al devenir de los 
acontecimientos diarios para afrontar los retos que 
nos plantea esta actividad y desarrollar fórmulas que 
aprovechen al máximo las oportunidades que también 
hoy nos brinda este dinámico sector productivo.

El entorno económico y social y la realidad turística 
existente caracterizada por la elevada competencia, las 
nuevas tecnologías y las redes sociales aplicadas a las 
actividades productivas, la globalización y sobre todo 

la presencia de una clientela turística más autónoma 
a la hora de diseñar sus viajes y más interesada en la 
búsqueda de experiencias enriquecedoras motivan un 
cambio que siente las bases para un nuevo modelo de 
desarrollo turístico. Se hace necesaria una nueva cultura 
basada en la sostenibilidad, en la responsabilidad, la 
innovación y la calidad.

Andalucía sigue ocupando una posición de privilegio 
en la lista de los destinos turísticos más demandados, 
y, para mantener esa posición, y en consonancia con 
los objetivos establecidos en la Comunicación de la 
Comisión Europea, de 30 de junio de 2010, con la que se 
pretende definir una política que ayude al sector turístico 
a adecuarse a los rápidos cambios provocados por la 
crisis económica de ámbito internacional, a la variación 
de comportamiento de los turistas, a los problemas 
provocados por el envejecimiento de la población y por la 
estacionalidad, se apuesta por la calidad y la innovación, 
aprovechando los valores diferenciales de la oferta turística, 
para que Andalucía sea un referente en sostenibilidad, 
creatividad y rentabilidad económica y social.

El objetivo es alcanzar una calidad integral en los 
diversos servicios, establecimientos y destinos turísticos, 
incorporando la accesibilidad como objetivo a alcanzar 
en las estrategias de actuación.

Esta nueva regulación se adapta al nuevo marco 
establecido en el Estatuto de Autonomía para Anda
lucía y a la regulación de las competencias de las 
Administraciones Locales establecida por la Ley 5/2010, 
de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, que 
exigía una revisión de la normativa turística de máximo 
rango. Con la misma se pretende dar respuesta a la 
necesidad de reflejar y actualizar aspectos de la realidad 
turística que aconsejan una concreción normativa 
específica, en aspectos tales como la valoración de la 
dimensión territorial del turismo; la consideración de una 
nueva clasificación de la oferta turística, distinguiendo 
entre servicios turísticos y actividades con incidencia 
en el ámbito turístico, suprimiendo figuras obsoletas; 
la adaptación a las nuevas formas de negocio turístico 
que están apareciendo en la realidad económica; el 
mayor peso de las políticas de calidad e innovación; la 
incorporación de obligaciones adicionales de información 
a la persona usuaria; la necesidad de definir el suelo 
calificado como turístico, o la simplificación de trámites 
y procedimientos para el acceso a la actividad turística 
con motivo de la transposición de la Directiva Europea 
de Servicios, la Directiva 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, 
relativa a los servicios en el mercado interior para eliminar 
trabas injustificadas al acceso a la actividad turística y 
agilizar los trámites para la creación de nuevas empresas.

La Ley hasta la fecha vigente y su desarrollo 
reglamentario han prestado una atención especial a 
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la ordenación de los servicios turísticos, como son 
los de alojamiento, intermediación u organización de 
actividades de turismo activo. Sin embargo, la oferta 
turística presenta otros componentes relacionados 
con el entorno donde se desenvuelve la vivencia de 
la persona usuaria de servicios turísticos, mereciendo 
especial atención aspectos como la correcta conser-
vación de los recursos y la apropiada configuración de 
los espacios del destino turístico.

El nivel de satisfacción viene determinado por la ex
periencia global que se obtiene, no sólo de los servicios 
turísticos prestados sino, junto a ello, de todo el conglome-
rado de elementos relativos al entorno; la ordenación del 
turismo tiene, pues, una significativa dimensión territorial, 
ambiental y paisajística.

Pese a la relevancia del aspecto territorial en la 
ordenación turística, ni la legislación sobre ordenación del 
territorio ni la propia Ley del Turismo andaluzas contenían, 
en sus respectivos instrumentos de planificación 
objetivos, previsiones de carácter específicamente 
turístico-territorial que se hace necesario incorporar a 
esta nueva Ley, que prevé una serie de instrumentos 
de planificación y ordenación de los recursos turísticos 
de Andalucía, siendo el Plan General del Turismo el 
instrumento básico y esencial para todo el ámbito 
geográfico de la Comunidad Autónoma. En esta Ley 
se establecen también otros instrumentos que deberán 
ajustarse a las especificaciones y directrices del citado 
Plan. Se trata de los Marcos Estratégicos para la Orde
nación de los Recursos y las Actividades Turísticas; 
la Estrategia de Turismo Sostenible de Andalucía; los 
Programas de Recualificación de Destinos; los Planes 
Turísticos de Grandes Ciudades, y los Programas de 
Turismos Específicos.

Con estos instrumentos será posible establecer 
políticas turísticas diferenciadas y sostenibles para 
los distintos territorios de que se compone Andalucía 
y para los diferentes segmentos que conforman el 
sistema turístico regional. En este proceso es de gran 
importancia el establecimiento de mecanismos de co-
laboración y participación entre las Administraciones 
Públicas y la iniciativa privada.

Asimismo, se contempla la caracterización del suelo 
de uso turístico con el objeto de garantizar el destino 
final del mismo a dicho uso.

Otra de las apuestas de esta norma es la de dar 
cabida a todas las empresas, tanto turísticas como 
aquellas otras que incidan en este ámbito, entendiendo 
el turismo no sólo como la satisfacción de las necesi-
dades básicas de quienes nos visitan como turistas, 
sino como una atención integral a estas personas, lo 
que supone la consideración de otras actividades con 
incidencia en el sector que implican a las pequeñas 
y medianas empresas andaluzas, contribuyendo así 
al desarrollo económico y cultural de nuestra región.

La presente Ley, en lo relativo a la regulación de 
los establecimientos de alojamiento turístico, recoge 

nuevas formas de gestión y de explotación, tales co-
mo el régimen de la propiedad horizontal, con motivo 
del desarrollo de estas modalidades en los mercados 
internacionales, y cuya demanda está en aumento en 
nuestro territorio por la capacidad de las mismas para 
sostener y revitalizar la oferta turística.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y finalidad de la Ley.

1. El objeto de la presente Ley es la ordenación, 
la planificación y la promoción del turismo sostenible.

2. En el marco del Estatuto de Autonomía la presente 
Ley tiene como finalidad:

a) El impulso del turismo sostenible como sector 
estratégico de la economía andaluza, generador de 
empleo y desarrollo económico.

b) La promoción de Andalucía como destino turístico, 
atendiendo a la realidad cultural, medioambiental, eco-
nómica y social, favoreciendo la desestacionalización y 
garantizando el tratamiento unitario de su marca turística.

c) La determinación de las competencias de las 
diferentes Administraciones Públicas de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía en relación con el turismo.

d) La protección de los recursos turísticos de acuerdo 
con el principio de sostenibilidad.

e) El estímulo del asociacionismo empresarial y 
profesional y la mejora de la competitividad del sector 
turístico, basada en la incorporación estratégica de 
criterios de calidad, la profesionalización de los recursos 
humanos, la innovación y la sostenibilidad.

f) La erradicación de la clandestinidad y la compe-
tencia desleal en la actividad turística.

g) La defensa y protección de las personas usuarias 
de los servicios turísticos.

h) El fomento del turismo como instrumento de co-
municación y conocimiento entre los pueblos y culturas.

i) El impulso de la accesibilidad universal a los 
recursos y servicios turísticos, así como el acceso a 
la información en igualdad de condiciones.

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos de la presente Ley, se entiende por:
a) Turismo: las actividades que las personas realizan 

durante sus viajes y estancias en lugares distintos a su 
entorno habitual, por periodos temporales determinados.

b) Recurso turístico: cualquier bien o manifestación 
diversa de la realidad física, geográfica, natural, social 
o cultural de Andalucía susceptible de generar flujos 
turísticos con repercusión en la situación económica 
de una colectividad.

c) Servicio turístico: la actividad que tiene por ob-
jeto atender alguna necesidad, actual o futura, de las 
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personas usuarias turísticas o de aquellas otras per-
sonas que lo demanden, relacionada con su situación 
de desplazamiento de su residencia habitual y que, 
asimismo, haya sido declarada por esta Ley o por sus 
reglamentos de desarrollo.

d) Actividades con incidencia en el ámbito turístico: 
aquellas actividades relacionadas con el turismo que 
favorecen el movimiento y la estancia de turistas y 
contribuyen a la dinamización del sector turístico y 
que, asimismo, presentan una vinculación funcional 
susceptible de generar una sinergia económica entre 
los mismos.

e) Administración turística: aquellos órganos y 
entidades de naturaleza pública con competencias 
específicas sobre la actividad turística.

f) Empresa turística: cualquier persona física o 
jurídica que, en nombre propio y de manera habitual y 
con ánimo de lucro, se dedica a la prestación de algún 
servicio turístico.

g) Establecimiento turístico: el conjunto de bienes, 
muebles e inmuebles que, formando una unidad funcional 
autónoma, es ordenado y dispuesto por su titular para la 
adecuada prestación de algún servicio turístico.

h) Trabajador o trabajadora del sector turístico: 
aquella persona que presta sus servicios retribuidos 
por cuenta ajena dentro del ámbito de organización y 
dirección de una empresa turística.

i) Persona usuaria de servicios turísticos o turista: 
la persona física que, como destinataria final, recibe 
algún servicio turístico.

TÍTULO II
DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS 
Y ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

CAPÍTULO I
Competencias

Artículo 3. Competencias de la Administración de la 
Junta de Andalucía.

1. De conformidad con las competencias esta-
blecidas en el artículo 71 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, corresponden a la Administración de 
la Junta de Andalucía:

a) La formulación, planificación y aplicación de la 
política de la Comunidad Autónoma en relación con 
el turismo.

b) La regulación de los servicios turísticos, incluyendo 
los derechos y deberes específicos de las personas 
usuarias y de las prestadoras de servicios turísticos.

c) La ordenación y gestión del Registro de Turismo 
de Andalucía.

d) Las potestades de inspección y sanción sobre 
las actividades turísticas en los términos establecidos 
en esta Ley.

e) La declaración de Municipio Turístico, de campos 
de golf de interés turístico y la declaración de interés 
turístico de fiestas, acontecimientos, itinerarios, rutas, 
publicaciones, obras audiovisuales y de cualquier otra 
manifestación, expresión o iniciativa que incida en el 
turismo de Andalucía y que reglamentariamente se 
determine.

f) La protección y promoción interna y externa de 
la imagen turística de Andalucía, incluyendo la sus-
cripción de acuerdos con entidades extranjeras y la 
creación de oficinas.

g) La planificación y ordenación del turismo y de 
los recursos turísticos de interés para Andalucía, sin 
menoscabo de las atribuciones que a cada Consejería 
competente le correspondan, y la coordinación, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 5 de esta 
Ley, de las actuaciones que en esa materia ejerzan las 
entidades locales.

h) La fijación de los criterios, la regulación de las 
condiciones y la ejecución y el control de las líneas 
públicas de ayuda y promoción del turismo.

i) La regulación y, en su caso, la habilitación para 
el ejercicio de las profesiones del sector, así como el 
fomento del desarrollo de competencias profesionales 
en el ámbito turístico.

j) La potenciación de aquellas medidas y actuacio-
nes que posibiliten el desarrollo y la implantación de 
políticas de calidad turística en los destinos, recursos, 
servicios y empresas turísticas de Andalucía.

k) El apoyo a la innovación y la modernización 
tecnológica de las empresas y establecimientos 
turísticos, así como la generación y transferencia 
de conocimiento al sistema turístico andaluz como 
herramienta de mejora continua.

l) La participación en los órganos de los Paradores, 
en los términos previstos por la legislación estatal, con el 
fin de facilitar la coordinación entre los establecimientos 
turísticos de titularidad de la Junta de Andalucía y la 
Red de Paradores del Estado.

m) La gestión y elaboración de las estadísticas 
turísticas en Andalucía.

n) La cooperación con la Administración del Estado 
y otras Comunidades Autónomas en materia de turismo.

ñ) Cuantas otras competencias relacionadas con el 
turismo se le atribuyan en esta Ley o en otra normativa 
de aplicación.

2. Las competencias señaladas en el apartado 
anterior podrán ser transferidas o delegadas en las 
entidades locales, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 17 y 19 de la Ley 5/2010, de 11 de 
junio, de Autonomía Local de Andalucía.

Artículo 4. Competencias de los municipios.

1. Son competencias propias de los municipios en 
materia de turismo las determinadas en el artículo 9.16 
de la Ley 5/2010, de 11 de junio.
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2. La Junta de Andalucía podrá transferir o delegar 
en los municipios cualesquiera otras competencias en 
materia de turismo de acuerdo con lo previsto en la 
sección 4.ª del Capítulo II del Título I de la Ley 5/2010, 
de 11 de junio.

Artículo 5. Las relaciones interadministrativas.

1. En el ámbito de la Comunidad Autónoma, las 
relaciones entre los diversos entes públicos con compe-
tencias turísticas se ajustarán a los principios de coordi-
nación, cooperación, colaboración y descentralización.

2. El Consejo de Gobierno coordinará el ejercicio de 
las competencias de las entidades locales en materia 
de turismo en los términos previstos en los artículos 58 
y 59 de la Ley 5/2010, de 11 de junio. A tal efecto, podrá 
definir los objetivos de interés autonómico y determinar 
las prioridades de acción pública en relación con la 
actividad turística a través de los correspondientes 
instrumentos de planificación, previa audiencia de los 
entes locales afectados, directamente o a través de 
las entidades que los representen.

3. La coordinación que realice la Administración de la 
Junta de Andalucía no podrá afectar en ningún caso a la 
autonomía de las entidades locales y se llevará a cabo 
de conformidad con lo establecido en el artículo 58.1 de 
la Ley 5/2010, de 11 de junio.

CAPÍTULO II
Órganos en materia de turismo de la 

Administración de la Junta de Andalucía

Artículo 6. Órganos.

1. La Junta de Andalucía ejercerá sus competencias 
administrativas sobre el turismo a través de la Consejería 
que en cada momento las tenga atribuidas.

2. Adscritos a la Consejería competente en materia 
de turismo existirán los siguientes órganos:

a) El Consejo Andaluz del Turismo.
b) La Comisión Interdepartamental en Materia de 

Turismo.

Artículo 7. El Consejo Andaluz del Turismo.

1. Sin perjuicio de la existencia de otros órganos 
consultivos de carácter general, el Consejo Andaluz del 
Turismo es el órgano consultivo y de asesoramiento de 
la Administración de la Junta de Andalucía en materia 
de turismo.

2. En el Consejo Andaluz del Turismo estarán re-
presentadas las entidades locales andaluzas a través 
de la asociación de municipios y provincias de carácter 
autonómico de mayor implantación.

Asimismo, formarán parte del citado Consejo 
las organizaciones empresariales, sindicales y de 

consumidores y usuarios más representativas, así como 
aquellas otras que se establezcan reglamentariamente.

3. Su organización y régimen de funcionamiento se 
establecerán reglamentariamente, pudiendo crearse 
comisiones de acuerdo con lo que se disponga en sus 
normas de régimen interior.

Artículo 8. La Comisión Interdepartamental en Materia 
de Turismo.

1. La Comisión Interdepartamental en Materia de 
Turismo es el órgano de coordinación y consulta interna 
de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. Dicha Comisión actuará bajo la presidencia de la 
persona titular de la Consejería competente en materia 
de turismo y en la misma estarán representadas, al 
menos, las distintas Consejerías cuyas materias tengan 
relación directa o indirecta con la actividad turística. 
Su composición y competencias se determinarán re-
glamentariamente.

TÍTULO III
DE LA PLANIFICACIÓN Y DE LA ORDENACIÓN 

DE LOS RECURSOS TURÍSTICOS

CAPÍTULO I
Objetivos generales y acciones

Artículo 9. Objetivos generales.

Las Administraciones Públicas, dentro del ámbito de 
sus respectivas competencias y conforme al principio 
de sostenibilidad, estimularán la mejora de la calidad 
y de la competitividad de la oferta turística andaluza.

Artículo 10. Acciones de ordenación y fomento.

La consecución de los objetivos generales de la 
Ley se llevará a cabo mediante el apoyo y el impulso 
de las acciones siguientes:

a) La creación de infraestructuras y de servicios 
que faciliten un desarrollo empresarial eficiente en el 
sector, promoviendo un incremento de la competitividad 
de las empresas turísticas.

b) La diversificación de los productos turísticos, así 
como la incorporación de nuevas ofertas de actividades 
vinculadas al turismo que potencien la cualificación de 
los destinos turísticos andaluces.

c) El desarrollo turístico sostenible en el medio rural 
y litoral basado en las características diferenciales del 
territorio.

d) El uso eficiente y sostenible del suelo como re-
curso, destinando los espacios más idóneos para un 
uso turístico a la implantación de aquellas actividades 
susceptibles de generar mayor nivel de empleo y valor 
añadido en la economía local.
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e) La preservación y, en su caso, mejora del 
atractivo de los espacios culturales o naturales objeto 
de frecuente visita turística, facilitando su transitabilidad 
y la comprensión de los valores que los caracterizan y 
manteniendo su especificidad y su integridad ambiental.

f) La mejora de la calidad de la urbanización de los 
espacios en los que se desenvuelve la estancia de las 
personas turistas, con el fin de potenciar su dotación 
con equipamientos específicos.

g) La mejora de la calidad, de la accesibilidad y de 
la modernización de los servicios y de los estableci-
mientos turísticos.

h) La renovación de las edificaciones y de las 
instalaciones de los establecimientos turísticos que 
supongan una mejora en la gestión y control de sus 
actividades mediante la utilización de las mejores 
técnicas disponibles menos contaminantes o menos 
lesivas para el medio ambiente, en especial las medidas 
tendentes a la eficiencia energética y de gestión 
de residuos, así como otras medidas dirigidas a la 
adaptación a los efectos del cambio climático.

i) La rehabilitación de espacios y edificios de interés 
patrimonial, sin menoscabo de las competencias 
atribuidas a la Consejería competente en materia 
de patrimonio histórico, con destino al desarrollo de 
actividades turísticas o a la prestación de servicios 
turísticos.

j) El desarrollo profesional de los recursos humanos 
para la mejora de la competitividad del sector turístico.

k) La adopción de medidas que supongan un mejor 
escalonamiento estacional del turismo para la adecua-
da utilización de las infraestructuras e instalaciones 
turísticas.

l) El desarrollo de programas de actividades de 
promoción, creación y comercialización de productos 
turísticos de interés para Andalucía, así como el for-
talecimiento de la cooperación e interlocución social.

m) El establecimiento de criterios generales y 
recomendaciones para la consideración y tratamiento 
del paisaje en la política turística.

CAPÍTULO II
Ordenación de los recursos turísticos

Sección 1.ª De los instrumentos y programas 
turísticos

Artículo 11. Plan General del Turismo.

1. El Plan General del Turismo constituirá el ins-
trumento básico y esencial en la ordenación de los 
recursos turísticos de Andalucía.

Cualquier instrumento de planificación que se de-
sarrolle en materia de turismo deberá ajustarse a las 
especificaciones y directrices que se contemplen en 
el Plan General del Turismo.

2. El Plan General del Turismo tiene la consideración 
de Plan con Incidencia en la Ordenación del Territorio 
de los establecidos en la Ley 1/1994, de 11 de enero, de 
Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, y estará sometido a la evaluación ambiental 
de planes y programas prevista en la Ley 7/2007, de 9 
de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno acordar la 
formulación del Plan, a propuesta de la persona titular 
de la Consejería competente en materia de turismo. 
El Decreto de formulación establecerá los objetivos 
generales del Plan; la composición y funciones de la 
comisión de redacción, en la que estarán representadas 
las entidades locales andaluzas a través de la asocia-
ción de municipios y provincias de carácter autonómico 
de mayor implantación y los agentes económicos y 
sociales más representativos; el procedimiento; plazo 
de elaboración, y los mecanismos de evaluación y 
seguimiento de su ejecución.

4. El Plan tendrá el siguiente contenido:
a) El diagnóstico de la situación del turismo en 

Andalucía, tendencias y escenarios previsibles.
b) Las necesidades y objetivos básicos del turis-

mo en Andalucía, con las orientaciones estratégicas 
generales y por segmentos turísticos.

c) Las prioridades de acción, así como los planes, 
instrumentos, programas y medidas necesarios para 
su desarrollo y ejecución.

d) La estrategia de desarrollo turístico sostenible 
de la Comunidad Autónoma, así como el fomento de 
los recursos turísticos de Andalucía.

e) La ordenación de la oferta turística en el terri-
torio, identificando los diferentes destinos turísticos, 
con el fin de garantizar el mayor equilibrio territorial y 
su sostenibilidad.

f) La delimitación de ámbitos territoriales homogé-
neos para la ordenación de los recursos y las activi-
dades turísticas.

g) El establecimiento de los criterios básicos del 
modelo turístico sostenible aplicable a los ámbitos 
territoriales delimitados en el Plan.

h) Las acciones de seguimiento y evaluación previstas.
i) Cualquier otro contenido que establezca el Decreto 

de formulación del Plan.
5. El Plan podrá prever, oído el Consejo Andaluz 

del Turismo, Programas de Recualificación de Destinos 
y Programas de Turismo Específico.

6. En la elaboración del Plan General del Turismo 
se dará audiencia a las asociaciones de municipios y 
provincias, empresariales, sindicales y de consumi-
dores más representativas, así como a aquellas otras 
entidades legítimamente interesadas.

7. El proyecto del Plan General del Turismo será 
sometido a información pública y a audiencia de las 
Administraciones Públicas afectadas.

8. El Plan será aprobado por Decreto del Consejo de 
Gobierno, previa consulta a la Comisión Delegada para 
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Asuntos Económicos e informe del Consejo Andaluz del 
Turismo y del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales, y 
remitido al Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

9. La vigencia del Plan General del Turismo y, en 
su caso, la prórroga, será la que determine el Decreto 
de formulación del mismo, sin perjuicio de su revisión 
y modificación.

10. En el seguimiento del Plan General del Turismo 
intervendrá también el Consejo Andaluz del Turismo 
para supervisar su desarrollo y el cumplimiento de sus 
planteamientos y objetivos.

Artículo 12. Marcos Estratégicos para la Ordenación 
de los Recursos y las Actividades Turísticas.

1. En los ámbitos territoriales establecidos por el Plan 
General del Turismo, y en desarrollo de sus determina-
ciones, se podrán aprobar Marcos Estratégicos para la 
Ordenación de los Recursos y las Actividades Turísticas, 
que tendrán la consideración de Plan con Incidencia en 
la Ordenación del Territorio de los establecidos en la 
Ley 1/1994, de 11 de enero, y estarán sometidos a la 
evaluación ambiental de planes y programas prevista 
en la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada 
de la Calidad Ambiental.

2. Los Marcos Estratégicos tendrán al menos el 
siguiente contenido:

a) El modelo turístico aplicable a cada territorio 
definiendo los objetivos y estrategias para su desarrollo.

b) La identificación de los recursos naturales, 
culturales y paisajísticos susceptibles de conformar 
productos turísticos y los criterios básicos para su 
puesta en valor, uso sostenible y promoción.

c) La evaluación de la incidencia ambiental del 
modelo turístico propuesto, incluyendo los efectos del 
cambio climático, y su coherencia con el desarrollo 
sostenible.

d) La evaluación de necesidades relativas a las 
infraestructuras, dotaciones y equipamientos que po-
sibiliten el modelo turístico propuesto.

e) El establecimiento de criterios para la implantación 
de nuevos desarrollos turísticos.

f) La identificación de espacios turísticamente 
saturados o en peligro de estarlo para el desarrollo y 
aplicación, en su caso, de Programas de Recualifica-
ción de Destinos.

g) El establecimiento de criterios para la implan-
tación de campos de golf de interés turístico y otras 
instalaciones turísticas de alcance territorial.

3. Los Marcos Estratégicos para la Ordenación de 
los Recursos y las Actividades Turísticas podrán ela-
borarse con carácter previo a la aprobación del Plan 
General del Turismo, previa justificación del ámbito 
territorial correspondiente así como de las causas que 
aconsejen esta excepcionalidad, debiendo adaptarse 
aquéllos a las determinaciones del Plan General del 
Turismo una vez aprobado.

4. Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta 
de la persona titular de la Consejería competente en 
materia de Turismo, acordar la formulación de los Mar-
cos Estratégicos para la Ordenación de los Recursos 
y las Actividades Turísticas y, una vez sometidos a 
información pública y audiencia de las Administraciones 
afectadas, serán aprobados por Decreto del Consejo 
de Gobierno, previo informe del Consejo Andaluz del 
Turismo y del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales.

Artículo 13. Estrategia de Turismo Sostenible de 
Andalucía.

1. La Estrategia de Turismo Sostenible constituye un 
conjunto integrado de medidas dirigidas a implementar 
un sistema de planificación turística estratégica del 
territorio objeto de dichas actuaciones.

2. La Estrategia de Turismo Sostenible propondrá 
un modelo de planificación turística que, partiendo de 
la concertación local y centrado en la oferta turística del 
territorio, o de un producto o segmento turístico concre-
to, permita la consecución de los siguientes objetivos:

a) Creación o mejora de productos turísticos.
b) Fortalecimiento de la competitividad del sector 

turístico local.
c) Creación, mantenimiento y mejora de espacios 

turísticos.
d) Implantación de acciones de sostenibilidad medio-

ambiental y adaptación al cambio climático.
e) Implantación de modelos de gestión integral de 

la calidad en los destinos turísticos y su incidencia en 
el itinerario de consumo turístico.

f) Desarrollo de actuaciones que favorezcan la 
accesibilidad turística.

3. La Estrategia de Turismo Sostenible será apro-
bada por Orden de la persona titular de la Consejería 
competente en materia de turismo.

4. La Estrategia de Turismo Sostenible comprenderá 
dos Iniciativas:

a) La Iniciativa de Turismo Sostenible, que se 
define como el conjunto de medidas dinamizadoras y 
participadas de fomento, dirigidas a espacios con un 
importante potencial turístico que cuentan con recursos 
patrimoniales naturales o culturales de interés.

b) La Iniciativa de Ciudades Turísticas, que se 
define como el conjunto de medidas dinamizadoras 
y participadas de fomento, dirigidas a crear espacios 
turísticos en redes de ciudades medias y, entre ellas, 
las declaradas por la Unesco como Patrimonio de la 
Humanidad, y a establecer o consolidar rutas culturales 
o itinerarios turísticos en los que, mediante una gestión 
integrada de los recursos patrimoniales en un marco 
geográfico coherente, sea posible ofertar productos 
de turismo de naturaleza, cultural o monumental de 
gran atractivo.

5. Las Iniciativas de Turismo Sostenible y las Ini-
ciativas de Ciudades Turísticas serán aprobadas por 
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Orden de la persona titular de la Consejería competente 
en materia de turismo.

6. La Estrategia de Turismo Sostenible estará basada 
en la colaboración de los agentes públicos y privados 
del territorio objeto de planificación y articulada en 
torno al Promotor de Turismo Sostenible, en la que 
se incentivará la participación de la iniciativa privada 
junto a la pública.

Artículo 14. Programas de Recualificación de Destinos.

1. El Consejo de Gobierno podrá aprobar, a pro-
puesta de la Consejería competente en materia de 
turismo, Programas de Recualificación de Destinos, 
en desarrollo y aplicación de previsiones contenidas 
en el Plan General del Turismo y, en su caso, en los 
Marcos Estratégicos para la Ordenación de los Recursos 
y las Actividades Turísticas, en relación con espacios 
turísticamente saturados o en peligro de estarlo, aten-
diendo a su rápido crecimiento, fragilidad territorial y 
ambiental y densidad turística u otras circunstancias 
que produzcan desequilibrios estructurales.

2. El procedimiento para la aprobación de los 
Programas de Recualificación de Destinos se iniciará 
de oficio o a solicitud de los municipios interesados.

3. Los Programas de Recualificación de Destinos, en 
cuya elaboración participarán los municipios afectados, 
contendrán, entre otras, las siguientes determinaciones:

a) Diagnóstico turístico-ambiental, identificando las 
áreas que presenten deficiencias o que requieran una 
actuación de mejora.

b) Determinación y priorización de actuaciones que 
se dirijan hacia la mejora de la competitividad de los 
destinos, el aumento de la calidad, la generación y el 
mantenimiento de empleo y la búsqueda de la sostenibi-
lidad a través de acciones preventivas y de corrección.

c) Marco financiero del Programa.
d) Fórmulas de coordinación, cooperación y colabo-

ración entre las Administraciones Públicas implicadas.
e) Período de vigencia.
f) Propuestas para la celebración de convenios 

entre las Administraciones Públicas implicadas para 
la ejecución de sus previsiones.

4. Para facilitar la implantación de sus determina-
ciones, los Programas de Recualificación de Destinos 
podrán formular recomendaciones relativas a la orde-
nación del uso turístico a efectos de su incorporación al 
planeamiento urbanístico con ocasión de su formulación, 
revisión o innovación.

Artículo 15. Planes Turísticos de Grandes Ciudades.

1. A solicitud de los municipios, las ciudades con 
población de derecho superior a los cien mil habitantes 
podrán ser objeto de planes turísticos específicos para 
la promoción y fomento del turismo.

2. Los objetivos generales de este instrumento de 
planificación serán:

• La puesta en valor y uso de recursos turísticos.
• La adecuación del medio urbano al uso turístico 

impulsando la accesibilidad universal.
• El aumento de la calidad de los servicios turísticos 

de la ciudad.
• La mejora del producto turístico existente y la 

creación de nuevos productos basados en la explotación 
innovadora de los recursos.

• La sensibilización e implicación de la población 
y agentes locales en una cultura de calidad turística.

• El fortalecimiento de la competitividad del sector 
turístico local.

3. Los Planes Turísticos de Grandes Ciudades se 
articularán mediante la celebración de Convenios de 
Colaboración, que serán suscritos por la persona titular 
de la Consejería competente en materia de turismo y la 
persona titular del órgano competente de la Administración 
local. Mediante Orden de la persona titular de la Conse-
jería competente en materia de turismo se determinarán 
los requisitos procedimentales mínimos y plazos, en su 
caso, para la suscripción de dichos Convenios.

Artículo 16. Programas de Turismos Específicos.

1. La Consejería competente en materia de turis-
mo podrá, previa audiencia de las Administraciones 
afectadas, oído el Consejo Andaluz del Turismo, ela-
borar y aprobar programas encaminados al desarrollo, 
mantenimiento y mejor aprovechamiento de sectores 
específicos. Estos sectores específicos podrán ser los 
recogidos en el Plan General del Turismo, tales como 
turismo de sol y playa, cultural, de reuniones, rural y 
de naturaleza, de golf, de actividades saludables y 
belleza, náutico, idiomático, ecuestre y de cruceros, u 
otros que puedan determinarse en los sucesivos planes 
generales del turismo que se aprueben.

2. El ámbito territorial de los Programas de Turis-
mos Específicos puede ser autonómico o subregional.

Sección 2.ª Del uso turístico del suelo y las 
relaciones con la ordenación del territorio

Artículo 17. Determinaciones de los Planes de Orde­
nación del Territorio de ámbito subregional en materia 
de turismo.

1. Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional incorporarán determinaciones, en el ámbito 
de sus competencias, que permitan implementar el 
modelo turístico establecido para los distintos ámbitos 
territoriales en el Plan General del Turismo o, en su 
caso, en los Marcos Estratégicos para la Ordenación 
de los Recursos y las Actividades Turísticas.
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2. La incorporación de estas determinaciones se 
realizará de acuerdo con el modelo territorial adopta-
do por el Plan de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional y conforme a las directrices establecidas 
en el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía 
para las áreas turísticas.

3. La Consejería competente en materia de turismo 
emitirá informe a los Planes de Ordenación del Territorio 
de ámbito subregional en el plazo de un mes con carác-
ter previo a su sometimiento al trámite de información 
pública, sin perjuicio de la necesaria coordinación entre 
órganos administrativos durante su redacción.

Artículo 18. Mantenimiento del uso turístico.

1. Los establecimientos de alojamiento turístico, 
así como las unidades de alojamiento integrantes de 
los mismos, quedarán afectados a la prestación del 
servicio de alojamiento turístico objeto de inscripción 
en el Registro de Turismo de Andalucía, quedando 
prohibido durante su vigencia destinarlos a un uso 
distinto, bajo cualquier título.

2. Corresponde a los Ayuntamientos la vigilancia 
sobre el mantenimiento del uso de los establecimientos 
de alojamiento turístico conforme a la licencia municipal 
concedida, sancionando la utilización contraria a la 
ordenación urbanística aplicable conforme a lo previsto 
en el artículo 222 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, 
sin perjuicio de incoar, en su caso, el correspondiente 
expediente de restauración de la legalidad urbanística.

3. El cambio de uso del suelo turístico donde se ubique 
un establecimiento de alojamiento turístico, o de parte 
del mismo, a uso residencial u otro uso distinto de los 
previstos en la presente Ley exigirá la previa innovación 
del instrumento de planeamiento que la habilite, confor-
me a lo previsto en la Ley 7/2002, de 17 de diciembre.

CAPÍTULO III
El Municipio Turístico

Artículo 19. Definición de Municipio Turístico y finalidad 
de su declaración.

1. Se considera Municipio Turístico, y como tal podrá 
solicitar su declaración, aquel que cumpla los requisitos 
que reglamentariamente se establezcan y entre los 
cuales deberán figurar la población turística asistida, 
el número de visitantes y la oferta turística, así como 
un plan municipal de calidad turística que contemple 
las medidas de mejora de los servicios y prestaciones.

2. La finalidad esencial para la declaración de Municipio 
Turístico es promover la calidad en la prestación de los 
servicios municipales al conjunto de la población turística 
asistida mediante una acción concertada de fomento.

3. A los efectos de esta Ley, se considera población 
turística asistida la constituida por quienes no ostenten 
la condición de vecinos o vecinas del municipio pero 

tengan estancia temporal en el mismo por razones de 
visita turística o pernoctación en alojamientos turísticos. 
Su determinación se efectuará por los medios de prueba 
que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 20. Declaración.

1. Para la declaración de Municipio Turístico se 
tendrán en cuenta, en especial, las actuaciones mu-
nicipales en relación con:

a) Los servicios públicos básicos que presta el 
municipio respecto a la vecindad y a la población 
turística asistida.

b) Los servicios específicos que tengan una especial 
relevancia para el turismo.

2. La declaración de Municipio Turístico será com-
petencia del Consejo de Gobierno, oídos el Consejo 
Andaluz del Turismo y el Consejo Andaluz de Gobier-
nos Locales, a solicitud de la propia entidad, mediante 
acuerdo plenario del Ayuntamiento correspondiente 
adoptado por mayoría absoluta del número legal de 
miembros de la corporación.

3. La declaración de Municipio Turístico podrá ser 
revocada, previa audiencia de los órganos mencionados 
en el apartado 2 y del municipio afectado, por alguna 
de las siguientes causas:

a) Cuando se aprecie una progresiva disminución de 
la calidad de los servicios municipales que se presten 
a la población turística asistida.

b) Cuando se produzca la pérdida de alguno de los 
requisitos que dieron lugar a la declaración, los cuales 
deberán ser acreditados por el Municipio Turístico cada 
cuatro años.

4. La declaración de Municipio Turístico podrá dar 
lugar a la celebración de Convenios interadministrativos 
en orden a compensar el incremento en la demanda 
de la prestación de los servicios.

TÍTULO IV
DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS 
USUARIAS DE SERVICIOS TURÍSTICOS Y DE LAS 

EMPRESAS TURÍSTICAS

CAPÍTULO I
De las personas usuarias de servicios turísticos

Artículo 21. Derechos.

A los efectos de esta Ley y sin perjuicio de lo es-
tablecido en la legislación sobre defensa y protección 
de los consumidores y usuarios u otra que resulte 
aplicable, las personas usuarias de servicios turísticos 
tendrán derecho a:

a) Recibir información veraz, suficiente, comprensi-
ble, inequívoca, racional y previa a la contratación sobre 
los servicios que les oferten, así como sobre el precio 



22 de diciembre de 2011	 PARLAMENTO DE ANDALUCÍA	 BOPA 808

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía	 Pág. 11

final completo, incluido los impuestos, desglosando, en 
su caso, el importe de los incrementos o descuentos 
que le sean de aplicación a la oferta.

b) Obtener los documentos que acrediten los tér-
minos de su contratación.

c) Acceder a los establecimientos turísticos en los 
términos establecidos en la presente Ley.

d) Recibir los servicios turísticos en las condiciones 
ofrecidas o pactadas y, en todo caso, que la naturaleza 
y calidad de su prestación guarde proporción directa con 
la categoría de la empresa o establecimiento turístico.

e) Tener debidamente garantizada en el estableci-
miento su seguridad y la de sus bienes, así como su 
intimidad, en los términos establecidos en la legislación 
vigente, y ser informadas de cualquier inconveniente co-
yuntural que pudiese alterar su descanso y tranquilidad.

f) Recibir de la Administración turística la informa-
ción, protección y auxilio cuando sea necesario para 
la defensa de sus derechos en sus relaciones con los 
proveedores de los servicios turísticos.

g) Ser informadas inequívocamente de las instala-
ciones o servicios que supongan algún riesgo y de las 
medidas de seguridad adoptadas.

h) Recibir factura o tique con el contenido previsto 
en la normativa vigente del precio abonado por el 
servicio turístico prestado.

i) Exigir que, en lugar de fácil visibilidad, se exhiba 
públicamente el distintivo acreditativo de la clasificación, 
aforo y cualquier otra información referida al ejercicio de 
la actividad, conforme a lo establecido en la normativa 
correspondiente.

j) Formular quejas y reclamaciones y obtener infor-
mación sobre el procedimiento de presentación de las 
mismas y su tratamiento.

k) Acudir a un sistema de mediación en materia de 
turismo a través de mecanismos de naturaleza arbitral.

l) Recibir de la Administración competente informa-
ción sobre los distintos aspectos de los recursos y de 
la oferta turística de Andalucía.

m) Recibir información sobre las condiciones de acce-
sibilidad de recursos, servicios e infraestructuras turísticas.

n) Participar, a través de sus organizaciones más 
representativas, en los procedimientos de adopción de 
decisiones públicas que, relacionados con el turismo, 
pudieran afectarles.

Artículo 22. Obligaciones.

A los efectos de esta Ley, y sin perjuicio de lo 
establecido en otra legislación aplicable, las personas 
usuarias de servicios turísticos tienen la obligación de:

a) Observar las reglas de convivencia e higiene 
dictadas para la adecuada utilización de los estable-
cimientos turísticos.

b) Respetar las normas de régimen interior de 
los establecimientos turísticos, siempre que no sean 
contrarias a la ley.

c) En el caso del servicio turístico de alojamiento, 
respetar la fecha pactada de salida del establecimiento 
dejando libre la unidad ocupada.

d) Pagar los servicios contratados en el momento 
de la presentación de la factura o en el plazo pactado, 
sin que el hecho de presentar una reclamación implique 
la exención de pago.

e) Respetar los establecimientos, instalaciones y 
equipamientos de las empresas turísticas.

f) Respetar el entorno medioambiental, el patrimonio 
histórico y cultural y los recursos turísticos de Andalucía.

CAPÍTULO II
De las empresas turísticas

Artículo 23. Derechos.

A los efectos de esta Ley y sin perjuicio de lo pre-
visto en otra legislación aplicable, son derechos de las 
empresas turísticas los siguientes:

a) Ejercer libremente su actividad, sin más limita-
ciones que las dispuestas por las leyes.

b) La inclusión de información sobre sus instalacio-
nes y las características de su oferta específica en los 
catálogos, directorios, guías y sistemas informáticos de 
la Administración turística destinados a tal fin.

c) Acceder a las acciones de promoción conforme 
a los criterios que establezca en cada momento la 
Administración turística.

d) Solicitar subvenciones, ayudas y programas de 
fomento que reglamentariamente se establezcan.

e) El reconocimiento por parte de la Administración 
turística, en los supuestos previstos en la presente Ley, 
de la clasificación administrativa de los establecimientos 
de su titularidad.

f) Participar, a través de sus organizaciones más 
representativas, en los procedimientos de adopción de 
decisiones públicas que, relacionados con el turismo, 
pudieran afectarles.

g) Impulsar, a través de sus organizaciones, el 
desarrollo y ejecución de programas de cooperación 
pública y privada de interés general para el sector turístico.

Artículo 24. Obligaciones generales.

Serán obligaciones generales de las empresas 
turísticas las siguientes:

a) Publicitar los precios finales completos de todos 
los servicios que se oferten, incluidos los impuestos, 
desglosando, en su caso, el importe de los incrementos 
o descuentos que sean de aplicación a la oferta y los 
gastos adicionales que se repercutan a la persona 
usuaria.

b) Expedir factura desglosada y con el contenido 
previsto en la normativa vigente de los servicios presta-
dos, de acuerdo con los precios ofertados o pactados.
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c) Cuidar del buen funcionamiento de los servicios 
y del correcto mantenimiento de todas las instalaciones 
y equipamientos del establecimiento.

d) Velar por la seguridad, intimidad, tranquilidad 
y comodidad de las personas usuarias del servicio 
turístico, asegurando que reciban un buen trato por 
parte del personal de la empresa.

e) Informar a las personas usuarias, de forma 
clara e inequívoca, de cualquier riesgo previsible que 
pudiera derivarse de la prestación de los servicios o 
del uso de las instalaciones, así como de las medidas 
de seguridad adoptadas.

f) Prestar los servicios conforme a la categoría del 
establecimiento, de acuerdo con los términos contra-
tados, con la publicidad emitida al respecto y con lo 
dispuesto en las reglamentaciones correspondientes.

g) Exhibir, en lugar visible, conforme a lo estable-
cido en la normativa correspondiente, los distintivos 
acreditativos de la clasificación del establecimiento.

h) Tener a disposición y facilitar a las personas 
usuarias de servicios turísticos las hojas de quejas y 
reclamaciones oficiales en materia de consumo.

i) Colaborar con la Unidad para la Asistencia al 
Turista en la resolución de las quejas y conflictos que 
surjan en relación con los servicios prestados e in-
corporar las mejoras y buenas prácticas que les sean 
trasladadas por la Unidad.

j) Facilitar a la Administración la información y 
documentación preceptiva para el correcto ejercicio 
de las atribuciones que legal y reglamentariamente 
le correspondan, y, en particular, a los servicios de 
inspección turística en el ejercicio de sus funciones.

k) Prestar los servicios conforme al principio de 
sostenibilidad, respetando y protegiendo el entorno 
medioambiental, el patrimonio histórico y cultural y 
los recursos turísticos de Andalucía en el ejercicio de 
sus actividades.

l) Obtener, con carácter previo a su funcionamiento, 
las autorizaciones que sean preceptivas de acuerdo 
con lo dispuesto en la legislación sectorial aplicable, 
en su caso.

Artículo 25. Sobrecontratación.

1. Las personas titulares de establecimientos de 
alojamiento turístico no podrán contratar plazas que 
no puedan atender en las condiciones pactadas. En 
caso contrario, incurrirán en responsabilidad frente a 
la Administración y las personas usuarias, que será 
objeto del procedimiento sancionador que se instruya 
al efecto.

2. Las personas titulares de los establecimientos de 
alojamiento turístico que hayan incurrido en sobrecon-
tratación estarán obligadas a proporcionar alojamiento a 
las personas usuarias afectadas en otro establecimiento 
de la misma zona de igual o superior categoría y en 
similares condiciones a las pactadas.

Los gastos de desplazamiento hasta el estableci-
miento definitivo de alojamiento, la diferencia de precio 
respecto del nuevo, si la hubiere, y cualquier otro que 
se origine hasta el comienzo del alojamiento serán 
sufragados por el establecimiento sobrecontratado, 
sin perjuicio de que éste, en su caso, pueda repercutir 
tales gastos a la empresa causante de la sobrecon-
tratación. En el supuesto de que el importe del nuevo 
alojamiento sea inferior al del sobrecontratado, su titular 
devolverá la diferencia a la persona usuaria. Las even-
tuales responsabilidades de las operadoras turísticas 
en esta materia serán depuradas en el procedimiento 
sancionador que se instruya al efecto.

Artículo 26. Obligaciones de información.

1. Sin perjuicio de las obligaciones de información 
establecidas en la legislación sobre la defensa y pro-
tección de las personas consumidoras y usuarias u 
otra que resulte de aplicación, las empresas turísticas 
pondrán a disposición de las personas usuarias la 
siguiente información:

a) Los datos identificativos, número de identificación 
fiscal, dirección de su establecimiento y aquellos otros 
datos que permitan la comunicación rápida y directa 
con la empresa.

b) Los datos de inscripción en el Registro de Tu-
rismo de Andalucía.

c) Las condiciones y cláusulas generales, en su 
caso, utilizadas, así como la existencia en las mismas 
de cláusulas relativas a la legislación y jurisdicción 
aplicables al contrato.

d) El precio del servicio, cuando esté fijado previa-
mente por la empresa o, en otro caso, a petición de 
la persona usuaria, o un presupuesto suficientemente 
detallado.

e) Las principales características y condiciones 
de prestación del servicio ofertado, con objetividad y 
veracidad.

f) El seguro o garantías en su caso exigidas y, en 
particular, los datos de la entidad aseguradora y de la 
cobertura geográfica del seguro.

g) Las condiciones de accesibilidad de recursos, 
servicios e infraestructuras turísticas.

2. Las empresas turísticas pondrán a disposición 
de las personas usuarias la información a que se re-
fiere el apartado anterior de forma clara e inequívoca, 
antes de la celebración del contrato o, cuando no haya 
contrato por escrito, antes de la prestación del servicio, 
en alguna de las formas siguientes:

a) En el lugar de celebración del contrato o de 
prestación del servicio.

b) Por vía electrónica, a través de una dirección 
facilitada por la empresa.

c) Incluyéndola en toda documentación informativa 
que la empresa facilite a las personas usuarias en la que 
se presenten de forma detallada sus servicios.
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CAPÍTULO III
Unidad para la Asistencia al Turista

Artículo 27. Creación, funciones y medios de la Unidad.

1. Con el fin de informar y proteger en sus derechos 
a las personas usuarias de los servicios turísticos, se 
crea la Unidad para la Asistencia al Turista.

2. Para la consecución de dicha finalidad desarrolla-
rá, entre otras, las siguientes funciones: informar sobre 
los derechos que asisten a las personas usuarias de 
servicios turísticos y sobre la forma de presentar quejas 
y reclamaciones para hacerlos efectivos, intervenir para 
la solución de conflictos entre las personas usuarias y 
prestadores de servicios cuando sea requerido para 
ello por las partes afectadas, informar a los prestadores 
de servicios turísticos sobre buenas prácticas y mejora 
de los servicios y trasladar a la inspección turística las 
denuncias o quejas que pudieran ser constitutivas de 
infracción administrativa.

3. La Consejería competente en materia de turis-
mo dotará a la Unidad de los medios personales y 
materiales más adecuados para el desarrollo de sus 
funciones, asimismo, suscribirá los instrumentos de 
colaboración con otras entidades públicas o privadas 
que sean convenientes para el cumplimiento de sus 
fines. Reglamentariamente se desarrollarán su estruc-
tura administrativa y su funcionamiento.

TÍTULO V
DE LA ORDENACIÓN DE LA OFERTA TURÍSTICA

CAPÍTULO I
De los servicios, actividades 
y establecimientos turísticos

Sección 1.ª De los servicios turísticos y actividades 
con incidencia en el ámbito turístico

Artículo 28. Servicios turísticos.

1. Tienen la consideración de servicios turísticos 
los siguientes:

a) El alojamiento, cuando se facilite hospedaje o 
estancia a las personas usuarias de servicios turísticos.

b) La intermediación, consistente en la organización 
o comercialización de viajes combinados.

c) La información turística y los servicios de infor-
mación prestados por guías de turismo, cuando se 
facilite sobre los recursos o la oferta turística.

d) La organización de actividades de turismo activo, 
siendo éstas las relacionadas con actividades deporti-
vas que se practiquen sirviéndose básicamente de los 
recursos que ofrece la naturaleza en el medio en el que 
se desarrollen, a las cuales les es inherente el factor 
riesgo o cierto grado de esfuerzo físico o destreza, 
y las integrantes del turismo ecológico o ecoturismo, 

siendo éstas las que se basan en el aprecio, disfrute, 
sensibilización, estudio e interpretación de los recursos 
naturales.

e) La restauración y catering turísticos, referidos 
a aquellos establecimientos que se dedican de forma 
habitual y profesional, mediante precio, a servir a la 
persona usuaria de servicios turísticos comidas y 
bebidas para consumir en sus propias dependencias 
o en instalaciones ajenas al propio establecimiento.

f) Las actividades dirigidas a la organización de 
congresos, convenciones u otro tipo de eventos vin-
culados a la actividad empresarial.

2. Reglamentariamente podrá reconocerse carácter 
turístico a otros servicios distintos de los señalados en 
el apartado anterior.

3. La Consejería competente en materia de turismo 
ejercerá la ordenación y el control sobre los servicios 
turísticos desarrollados reglamentariamente, en los 
términos establecidos en la presente Ley.

Artículo 29. Actividades con incidencia en el ámbito 
turístico.

Tienen la consideración de actividades con incidencia 
en el ámbito turístico las siguientes:

a) Las actividades deportivas, tales como las de-
sarrolladas en estaciones de esquí, campos de golf, 
puertos deportivos, campos de polo u otros.

b) El ocio, entretenimiento y esparcimiento, espe-
cialmente parques temáticos, acuáticos, zoológicos o 
botánicos.

c) Los balnearios, spas u otras instalaciones o 
actividades saludables relacionadas con el bienestar 
de las personas.

d) Las actividades de intermediación de servicios 
turísticos no incluidas en la letra b) del apartado 1 del 
artículo anterior.

e) Las actividades dirigidas a prestar servicios de 
recepción a las personas usuarias turísticas.

f) Las actividades relacionadas con el conocimiento 
de la lengua castellana por personas extranjeras, así 
como la prestación de servicios que potencien el turismo 
cultural y el flamenco en Andalucía.

g) El transporte turístico, tales como autobuses con 
recorridos panorámicos, coches de caballos, alquiler 
de bicicletas u otros.

Artículo 30. Libertad de establecimiento y de prestación 
de los servicios turísticos.

1. Cualquier persona prestadora de servicios turísticos 
podrá establecerse libremente en Andalucía, sin más 
limitaciones que las derivadas del cumplimiento de las 
normas legales y reglamentarias que le sean de aplicación.

2. Con carácter general, la presentación de una 
declaración responsable en los términos expresados 
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en el artículo 38.2, o la comunicación o el otorgamiento 
de una habilitación, contemplados en el artículo 54, 
permitirán acceder al ejercicio de la actividad.

Quienes ejerzan legalmente una actividad turística 
en otra Comunidad Autónoma podrán desarrollarla en 
Andalucía sin necesidad de presentar la citada decla-
ración o comunicación.

Las personas prestadoras de servicios turísticos 
establecidos en cualquier otro Estado miembro de la 
Unión Europea podrán prestar libremente servicios 
turísticos de carácter temporal en Andalucía sin ne-
cesidad de presentar declaración responsable alguna.

3. A efectos de libertad de establecimiento y de 
prestación de servicios, se consideran personas pres-
tadoras de servicios turísticos quienes realicen una 
actividad económica por cuenta propia y de manera 
habitual y remunerada conforme a la normativa de 
aplicación, debiendo figurar inscritos en el Registro de 
Turismo de Andalucía en los supuestos y en la forma 
que dispone la presente Ley.

La habitualidad se presumirá respecto de quienes 
ofrezcan la prestación de servicios turísticos a través 
de cualquier medio publicitario, o cuando se preste el 
servicio en una o varias ocasiones dentro del mismo 
año por tiempo que, en conjunto, exceda de un mes, 
salvo que en esta Ley o en su desarrollo reglamentario 
se determine otro para determinados servicios turísticos, 
en razón de las peculiaridades de los mismos.

4. La publicidad por cualquier medio de difusión o 
la efectiva prestación de servicios turísticos, sin haber 
cumplido el deber de presentación de la declaración 
responsable prevista en el artículo 38.2, de la comu-
nicación contemplada en el artículo 54.4 de esta Ley 
o, en su caso, el otorgamiento de la correspondiente 
habilitación contemplada en el artículo 54.2, será con-
siderada actividad clandestina.

Artículo 31. Signos distintivos y publicidad de los 
servicios turísticos.

En toda publicidad, anuncios, documentación, 
correspondencia y tarifas de precios, así como en las 
facturas de servicios turísticos desarrollados regla-
mentariamente, se deberán hacer constar, de manera 
legible e inteligible, los elementos propios de su clasi-
ficación administrativa, con los símbolos acreditativos 
de la misma que reglamentariamente se determinen 
y respetando una imagen igualitaria, plural y no este-
reotipada de mujeres y hombres, así como el uso no 
sexista del lenguaje.

Artículo 32. Precios de los servicios turísticos.

1. Los precios de los servicios turísticos son libres.
2. Las tarifas de precios, que estarán siempre a 

disposición de las personas usuarias, serán expuestas 
en lugar visible de los establecimientos turísticos.

3. Las tarifas de precios, así como las facturas 
correspondientes a los servicios turísticos efectivamente 
prestados o contratados, deberán estar desglosadas 
por conceptos y redactadas, al menos, en castellano.

4. Los precios de todos los servicios que se oferten 
deberán ser finales y completos, incluidos los impuestos, 
desglosando, en su caso, el importe de los incrementos 
o descuentos que sean de aplicación a la oferta y los 
gastos adicionales que se repercutan a la persona usuaria.

Sección 2.ª De los establecimientos 
de alojamiento turístico

Artículo 33. Clasificación administrativa de los esta­
blecimientos de alojamiento turístico.

1. En los términos que reglamentariamente se deter-
minen, los establecimientos turísticos serán clasificados 
por grupos, categorías, modalidades y, en su caso, 
especialidades, atendiendo, entre otras circunstancias, 
a su ubicación territorial y a las características de los 
servicios ofrecidos.

2. Excepcionalmente, mediante resolución motivada 
y previo informe técnico, la Consejería competente en 
materia de turismo podrá exonerar del cumplimiento 
de algunos de los requisitos exigidos para otorgar una 
determinada clasificación a un establecimiento turístico.

Se determinarán reglamentariamente tanto los requi-
sitos como los supuestos objeto de esta exoneración.

3. La clasificación se mantendrá en vigor mientras 
subsistan las circunstancias existentes al reconocerla; si 
éstas se modifican, la Consejería competente en materia 
de turismo podrá revisarla, en su caso, de oficio o a 
instancia de parte interesada, mediante la tramitación 
del correspondiente procedimiento, en el que se dará 
audiencia a la persona titular del establecimiento.

4. Cuando los requisitos exigidos para su reco-
nocimiento sean modificados como consecuencia 
de cambios normativos, las personas titulares de los 
establecimientos turísticos gozarán de un plazo de 
adaptación para el mantenimiento de su clasificación; 
si las personas titulares no efectuaran la adaptación, 
la Consejería otorgará la procedente.

5. En los establecimientos de alojamiento turístico 
se exhibirá, en lugar visible desde el exterior, el símbolo 
acreditativo de su clasificación, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

Artículo 34. Clasificación sobre la base de una decla­
ración responsable.

1. Las personas interesadas en la construcción, 
ampliación o reforma de un establecimiento de alo-
jamiento turístico sujeto a clasificación administrativa 
presentarán ante el Ayuntamiento competente, junto con 
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la solicitud de la licencia de obras, la documentación 
establecida reglamentariamente, con declaración res-
ponsable expresa de que el establecimiento proyectado 
reúne los requisitos previstos en la normativa aplicable 
para ostentar una determinada clasificación turística 
de acuerdo con el grupo, categoría, modalidad y, en 
su caso, especialidad del establecimiento proyectado.

2. En el plazo máximo de diez días desde la pre-
sentación de la solicitud, el Ayuntamiento remitirá la 
documentación y la declaración a las que se refiere el 
apartado 1 a la Consejería competente en materia de 
turismo, que comprobará la adecuación de la declara-
ción responsable a la normativa turística reguladora de 
la clasificación aplicable al establecimiento proyectado 
en el plazo de un mes a partir de la fecha de recep-
ción de aquéllas, pudiendo reformular la clasificación 
pretendida, lo que deberá ser objeto de notificación a 
la persona interesada y al Ayuntamiento.

Transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior 
sin que la Consejería hubiera comunicado o notificado 
objeciones, se considerará conforme con el proyecto.

3. Finalizadas las obras de construcción, ampliación 
o reforma, la persona interesada presentará ante la 
Consejería competente en materia de turismo la do-
cumentación preceptiva y la declaración responsable 
a la que se refiere el artículo 38.2 de la presente Ley, 
incluyendo en esta última declaración expresa sobre la 
adecuación del establecimiento a la normativa reguladora 
de la clasificación de los establecimientos turísticos cuyo 
reconocimiento se solicite. La Consejería competente en 
materia de turismo deberá remitir copia de la resolución 
de inscripción del establecimiento en el Registro de 
Turismo de Andalucía a los Ayuntamientos afectados.

Artículo 35. Requisitos de infraestructura, seguridad y 
medio ambiente de los establecimientos de alojamiento 
turísticos.

1. En los términos que reglamentariamente se deter-
minen, los establecimientos de alojamiento turísticos de-
berán cumplir los requisitos mínimos de infraestructura, 
los establecidos en materia de seguridad, los relativos al 
medio ambiente, los relativos a la seguridad y la salud 
laboral en cumplimiento de la normativa de prevención 
de riesgos laborales, así como, en su caso, los exigidos 
por otra normativa que resulte aplicable. En el ámbito 
de sus procedimientos de autorización y control, los 
municipios exigirán la acreditación del cumplimiento 
de dicha normativa al tramitar las correspondientes 
licencias, en su caso.

2. En todo caso, los establecimientos turísticos de-
berán cumplir las normas vigentes sobre accesibilidad 
a los mismos de personas que sufran discapacidad.

3. Las instalaciones de los establecimientos tu-
rísticos se deberán conservar en adecuado estado, 
manteniendo los requisitos mínimos exigidos para su 
apertura y funcionamiento.

4. Los Ayuntamientos o, en su caso, la Consejería 
competente en materia de turismo podrán, en cualquier 
momento, requerir de las personas titulares de los es-
tablecimientos turísticos la ejecución de las obras de 
conservación y mejora conforme a la normativa que 
les sea aplicable.

Artículo 36. Acceso y permanencia en los estableci­
mientos de alojamiento turísticos.

1. Los establecimientos turísticos tienen la consi-
deración de públicos, sin que el acceso a los mismos 
pueda ser restringido por razones de raza, sexo, religión, 
opinión o cualquier otra circunstancia personal o social 
que suponga discriminación.

2. El acceso y la permanencia en los establecimien-
tos turísticos podrán condicionarse al cumplimiento de 
sus normas de régimen interior, que no podrán contra-
venir lo dispuesto en la presente Ley o su normativa 
de desarrollo. La existencia de dichas normas deberá 
anunciarse de forma visible en los lugares de acceso 
al establecimiento y darse a conocer a las personas 
usuarias de servicios turísticos.

3. Las personas titulares de los establecimientos 
podrán impedir la permanencia en los mismos de las 
personas usuarias que incumplan alguno de los deberes 
que establece el artículo 22 de esta Ley.

4. Las personas titulares de los establecimientos 
turísticos podrán recabar el auxilio de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad para desalojar de los mismos 
a las personas que incumplan las reglas usuales de 
convivencia social, sus normas de régimen interior, o 
que pretendan acceder o permanecer en los mismos 
con una finalidad diferente al normal uso del servicio.

CAPÍTULO II
Del Registro de Turismo de Andalucía

Artículo 37. Objeto, fines y naturaleza del Registro de 
Turismo de Andalucía.

1. El Registro de Turismo de Andalucía tendrá por 
objeto la inscripción de:

a) Establecimientos de alojamiento turístico.
b) Agencias de viajes que organicen o comercialicen 

viajes combinados.
c) Guías de turismo.
d) Oficinas de turismo.
e) Empresas organizadoras de actividades de 

turismo activo.
f) Servicios turísticos que reglamentariamente se 

determinen.
2. El Registro de Turismo de Andalucía está adscrito 

a la Consejería competente en materia de turismo, y 
tiene por finalidad básica servir de instrumento de cono-
cimiento del sector de forma que facilite las actividades 
de control, programación y planificación atribuidas a 
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la Administración turística, así como el suministro de 
información a las personas interesadas.

3. A efectos estadísticos y de conocimiento de la 
oferta turística andaluza, los servicios turísticos no 
desarrollados reglamentariamente y las actividades con 
incidencia en el ámbito turístico podrán ser objeto de 
anotación en el Registro de Turismo de Andalucía, para 
lo cual los titulares de los mismos podrán presentar la 
correspondiente comunicación previa, lo que conllevará 
su posible inclusión en los catálogos, directorios, guías 
y cualquier otro medio de difusión y promoción de la 
Consejería competente en materia de turismo.

4. El Registro de Turismo de Andalucía tiene na-
turaleza administrativa y carácter público y gratuito.

5. Reglamentariamente se determinarán sus nor-
mas de organización y funcionamiento, garantizando 
el registro sistemático de la variable de sexo siempre 
que sea pertinente.

Artículo 38. Inscripción sobre la base de una decla­
ración responsable.

1. Las personas y establecimientos turísticos a 
que se refiere el apartado primero del artículo anterior 
deberán figurar inscritos en el Registro de Turismo de 
Andalucía, aunque no ostenten la condición de personas 
empresarias o la prestación de los servicios turísticos 
no se realice en establecimientos permanentemente 
abiertos al público.

No obstante, no están obligadas a inscribirse las 
personas prestadoras de servicios turísticos legalmente 
establecidas en otras Comunidades Autónomas y los 
nacionales de cualquier Estado miembro establecidos 
en otros Estados miembros de la Unión Europea que 
operen de forma temporal en régimen de libre prestación, 
salvo, en este último caso, las personas que sean guías 
de turismo en los términos previstos en el artículo 54.

2. Salvo los supuestos previstos en la normativa 
vigente, la inscripción en el Registro de Turismo de 
Andalucía se practicará de oficio previa presentación, 
por parte de quien esté legalmente habilitado para 
ello, de una declaración responsable manifestando 
el cumplimiento de los requisitos establecidos en 
la normativa vigente relativos al servicio o al esta-
blecimiento y su clasificación, el compromiso de su 
mantenimiento durante el tiempo de vigencia de la 
actividad, así como la disposición, en su caso, de 
la documentación acreditativa que corresponda. La 
Consejería competente en materia de turismo deberá 
remitir copia de la resolución de inscripción del servicio 
turístico en el Registro de Turismo de Andalucía a los 
Ayuntamientos afectados.

La presentación de la declaración responsable a 
que se refiere este artículo bastará para considerar 
cumplido el deber de inscripción de la persona o el 
establecimiento en el Registro de Turismo de Andalu-
cía, pudiendo iniciar la actividad, salvo en el caso de 

los guías de turismo en los supuestos exigidos por su 
normativa de desarrollo.

3. Reglamentariamente se determinará la docu-
mentación complementaria que, en su caso, deba 
acompañarse a la declaración responsable, así como 
los términos y condiciones procedimentales para la 
realización de los trámites a los que se refieren los 
apartados anteriores.

Artículo 39. Seguros de responsabilidad civil y otras 
garantías.

De conformidad con lo establecido en la Ley 17/2009, 
de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las ac-
tividades de servicios y su ejercicio, se exigirá a los 
prestadores de los servicios turísticos de intermediación, 
de organización de actividades de turismo activo y de 
alojamiento en campamentos de turismo, como requisito 
para el ejercicio de la actividad y con carácter previo a 
la inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía, 
la suscripción de un seguro de responsabilidad civil 
profesional adecuado u otra garantía equivalente que 
cubra los daños que se puedan provocar en la pres-
tación de dicho servicio turístico, cuyos términos se 
determinarán reglamentariamente.

CAPÍTULO III
De los establecimientos y servicios 

turísticos en particular

Sección 1.ª De los establecimientos de 
alojamiento turístico

Artículo 40. Tipos de establecimientos de alojamiento 
turístico.

1. Los establecimientos de alojamiento turístico 
pueden ser de los siguientes tipos:

a) Establecimientos hoteleros.
b) Apartamentos turísticos.
c) Campamentos de turismo o campings.
d) Casas rurales.
e) Cualquier otro que se establezca reglamenta-

riamente.
2. Los establecimientos destinados a la prestación 

del servicio de alojamiento turístico deberán cumplir 
los requisitos referidos a sus instalaciones, mobiliario, 
servicios y, en su caso, superficie de parcela que 
reglamentariamente se determine, en función del tipo, 
grupo, categoría, modalidad y especialidad a la que 
pertenezcan.

3. Reglamentariamente, el Consejo de Gobierno 
podrá establecer requisitos mínimos adicionales para 
determinadas clases de establecimientos de alojamiento 
turístico en función del tipo, grupo, categoría, modalidad 
y, en su caso, especialidad.
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De manera específica, atendiendo a la ubicación 
territorial de los establecimientos, y respetando en todo 
caso las determinaciones de ordenación territorial y urba-
nística, podrán establecerse requisitos consistentes en:

a) La fijación de un parámetro mínimo, expresado 
en metros cuadrados, de parcela por cada plaza o 
unidad de alojamiento turístico.

b) La determinación de la superficie de parcela 
mínima necesaria para su emplazamiento.

4. Sin perjuicio de las facultades de comprobación 
de otras determinaciones previstas en la legislación vi-
gente, el cumplimiento de los requisitos a que se refiere 
el presente artículo será objeto de comprobación por 
la Consejería competente en materia de turismo, así 
como por los Ayuntamientos al tramitar, en su caso, las 
correspondientes licencias urbanísticas o tras la recepción 
de la declaración responsable o comunicación previa.

5. Reglamentariamente se podrán establecer los 
requisitos exigibles para que pueda prestarse el servi-
cio de alojamiento turístico en otros establecimientos 
distintos de los mencionados en el apartado primero.

Artículo 41. Principio de unidad de explotación.

1. Los establecimientos de alojamiento turístico serán 
gestionados bajo el principio de unidad de explotación, 
correspondiéndole su administración a una única 
persona titular, sobre la que recae la responsabilidad 
administrativa derivada de su funcionamiento.

2. La unidad de explotación supone la afectación 
a la prestación del servicio de alojamiento turístico de 
la totalidad de las unidades de alojamiento integrantes 
de la edificación, o parte independiente y homogénea 
de la misma, ocupada por cada establecimiento, 
siendo ejercida la gestión del conjunto por una única 
empresa titular.

3. Son actuaciones contrarias al principio de unidad 
de explotación, quedando, en consecuencia, prohibidas:

a) Destinar las unidades de alojamiento a un uso 
distinto al de alojamiento turístico, ya sean residen-
ciales u otros.

b) La existencia de unidades de alojamiento, inte-
grantes de la edificación a que se refiere el apartado 2 
anterior, cuya explotación no corresponda a la empresa 
titular.

4. La empresa explotadora deberá poder acreditar 
fehacientemente ante la Administración turística, en los 
términos dispuestos reglamentariamente, la titularidad 
de la propiedad u otros títulos jurídicos que la habiliten 
para la explotación de la totalidad de las unidades de 
alojamiento que constituyen el establecimiento.

5. La vigencia de la inscripción en el Registro de 
Turismo de Andalucía quedará condicionada al mante-
nimiento de las condiciones dispuestas en el presente 
artículo, pudiendo, en caso contrario, dar lugar a la mo-
dificación o revocación de la misma, previa audiencia de 
la persona interesada y mediante resolución motivada.

No obstante, no procederá la modificación o revo-
cación de la inscripción en el Registro de Turismo de 
Andalucía cuando, por causa no imputable a la empresa 
explotadora, las personas propietarias de las unidades 
de alojamiento de un establecimiento en régimen de 
propiedad horizontal, en un porcentaje igual o inferior a 
un 10% del total de las unidades, vulneren el principio 
de unidad de explotación por haber incurrido en alguna 
de las infracciones tipificadas en los apartados 5 y 6 del 
artículo 72 de esta Ley, sin perjuicio de las acciones que 
procedan frente a tales infracciones.

Artículo 42. Establecimientos en régimen de propiedad 
horizontal o figuras afines.

1. Únicamente se podrán constituir en régimen de 
propiedad horizontal o figuras afines los establecimientos 
de alojamiento turístico con categoría mínima de cuatro 
estrellas, o de tres llaves, estando sometidos en todo 
caso al cumplimiento del principio de unidad de explo-
tación conforme a lo expresado en el artículo anterior.

2. Los establecimientos a los que se refiere el 
apartado anterior deben reunir las siguientes garantías:

a) En el Registro de la Propiedad se hará constar 
mediante nota marginal:

1. La afección al uso turístico que recae sobre cada 
unidad de alojamiento.

2. La cesión del uso de forma permanente a la 
empresa explotadora.

b) Cada una de las personas propietarias se com-
prometerá a que el inmueble en su conjunto, incluyendo 
las zonas comunes y todas las unidades de alojamiento, 
sea gestionado por una única empresa explotadora, 
mediante la suscripción del correspondiente contrato 
cuya vigencia no será inferior a diez años.

3. En ningún caso las personas propietarias o cesio-
narias podrán darle un uso residencial a las unidades 
de alojamiento, prevaleciendo su naturaleza mercantil 
y turística sobre cualquier otro destino.

A efectos de esta Ley, se considerará uso residencial:
a) El reconocimiento en el contrato a que se refiere 

el apartado anterior de una reserva de uso, o de un uso 
en condiciones ventajosas, a las personas propietarias 
de las unidades de alojamiento por un periodo superior 
a dos meses al año.

b) El uso de la unidad de alojamiento por parte de 
las personas propietarias por un periodo superior al 
señalado en la letra anterior.

4. Sin perjuicio de las obligaciones de información 
dispuestas en la normativa sobre defensa y protección 
de personas consumidoras y usuarias, las promotoras de 
inmuebles a las que se refiere el presente artículo debe-
rán facilitar, a las personas adquirentes de unidades de 
alojamiento, con carácter previo a la venta, un documento 
informativo, con carácter de oferta vinculante, en el que 
se consignará toda la información de manera exhaustiva 
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sobre la afectación del inmueble al uso turístico y demás 
condiciones establecidas en el presente artículo.

Artículo 43. Clasificación por grupos de los estable­
cimientos hoteleros.

1. Los establecimientos hoteleros se clasifican en 
cuatro grupos:

a) Hoteles: son aquellos establecimientos destina-
dos a la prestación del servicio de alojamiento turístico 
que ocupan la totalidad o parte independiente de un 
edificio o un conjunto de edificios, constituyendo sus 
dependencias una explotación homogénea con entradas 
propias y, en su caso, ascensores y escaleras de uso 
exclusivo, cumpliendo, además, los restantes requisitos 
establecidos reglamentariamente.

b) Hoteles-apartamentos: son aquellos estableci-
mientos que, reuniendo los requisitos exigidos a los 
hoteles, cuentan, además, con las instalaciones ade-
cuadas para la conservación, elaboración y consumo 
de alimentos y bebidas dentro de cada unidad de 
alojamiento, en los términos establecidos reglamen-
tariamente.

c) Hostales: son aquellos establecimientos de alo-
jamiento que, por su dimensión, estructura o tipología 
o por las características de los servicios que ofrecen, 
no alcanzan los niveles exigidos a los hoteles, cum-
pliendo los requisitos específicos establecidos regla-
mentariamente.

d) Pensiones: son aquellos establecimientos de 
alojamiento que, por su dimensión, estructura o ti-
pología o por las características de los servicios que 
ofrecen, no alcanzan los niveles exigidos a los hostales, 
cumpliendo los requisitos específicos establecidos 
reglamentariamente.

2. Sólo los hostales y las pensiones pueden ocupar 
partes no independientes de un edificio.

3. Reglamentariamente se podrán crear otros 
grupos de establecimientos hoteleros en función de 
parámetros como la calidad de las instalaciones y de 
los servicios ofertados.

Artículo 44. Apartamentos turísticos.

1. Son apartamentos turísticos los establecimientos 
destinados a prestar el servicio de alojamiento turístico, 
compuestos por un conjunto de unidades de alojamiento 
que cuentan con mobiliario e instalaciones adecuadas 
para la conservación, elaboración y consumo de alimen-
tos y bebidas, y que cumplen los restantes requisitos 
establecidos reglamentariamente.

2. Las unidades de alojamiento que integran estos 
establecimientos podrán ser, según su tipología cons-
tructiva y configuración, apartamentos, villas, chalés, 
bungalós o inmuebles análogos.

3. Los establecimientos de apartamentos turísticos 
se clasifican en dos grupos:

a) Edificios/complejos: son aquellos establecimien-
tos integrados por tres o más unidades de alojamiento 
que ocupan la totalidad o parte independiente de un 
edificio o de varios, disponiendo de entrada propia y, 
en su caso, ascensores y escaleras de uso exclusivo.

b) Conjuntos: son aquellos establecimientos integra-
dos por tres o más unidades de alojamiento ubicadas 
en un mismo inmueble o grupo de inmuebles, contiguos 
o no, ocupando sólo una parte de los mismos.

4. Los apartamentos turísticos se someterán, en todo 
caso, al principio de unidad de explotación, debiendo 
cumplir, además, los restantes requisitos establecidos 
reglamentariamente.

Artículo 45. Compatibilidad en el mismo inmueble de 
distintos grupos o tipos de establecimientos.

1. Será compatible la existencia en un mismo in-
mueble de hoteles y hoteles-apartamentos, siempre 
que sean de la misma categoría.

2. Será compatible la existencia en un mismo 
inmueble de hoteles u hoteles-apartamentos con esta-
blecimientos de apartamentos turísticos pertenecientes 
al grupo edificios/complejos, siempre que sean de 
similar categoría.

A estos efectos, se entenderán de similar categoría 
los apartamentos turísticos de cuatro, tres, dos y una 
llave y los hoteles de cuatro, tres, dos y una estrella 
respectivamente, siendo también equiparables los 
apartamentos turísticos de cuatro llaves con los hoteles 
de cinco estrellas.

Artículo 46. Campamentos de turismo o campings.

1. Son campamentos de turismo o campings aquellos 
establecimientos turísticos que, ocupando un espacio 
de terreno debidamente delimitado, acondicionado y 
dotado de las instalaciones y servicios precisos, se 
destinan a facilitar a las personas usuarias de los 
servicios turísticos un lugar adecuado para hacer vida 
al aire libre, durante un periodo de tiempo limitado, 
utilizando albergues móviles, tiendas de campaña u 
otros elementos análogos fácilmente transportables 
o desmontables.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante-
rior, en los campamentos de turismo podrán construirse 
elementos fijos destinados a alojamiento, tipo bungaló, 
siempre que la superficie que ocupen no supere el límite 
establecido reglamentariamente y sean explotados por 
la misma persona titular que la del campamento.

3. Asimismo, podrán construirse elementos fijos, 
de planta baja únicamente, que tengan por objeto 
satisfacer necesidades colectivas de las personas 
que acampen, tales como recepción, supermercado, 
restaurante o bar, bloques de servicios higiénicos y 
oficinas, gerencia y los dedicados exclusivamente al 
personal de servicio. Este tipo de construcciones no 
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podrá exceder del porcentaje de la superficie total del 
campamento que reglamentariamente se determine.

4. Queda prohibida la venta de parcelas de los 
campamentos de turismo, así como la ocupación 
continuada de las mismas o de los elementos fijos a 
que se refiere el apartado 2 anterior, por una misma 
persona usuaria, durante un periodo de tiempo superior 
al establecido reglamentariamente.

5. En la instalación de campamentos de turismo se 
tendrá en cuenta la preservación de los valores naturales 
o urbanos, paisajísticos, históricos, artísticos, agrícolas, 
faunísticos y forestales del territorio de que se trate, así 
como la normativa que resulte de especial aplicación.

6. Reglamentariamente se regularán los requisitos de 
establecimiento y funcionamiento de los campamentos 
de turismo, las limitaciones respecto a su ubicación, 
así como la clasificación de los mismos atendiendo a 
su ubicación territorial, instalaciones y servicios.

7. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de la 
presente Ley los campamentos juveniles, los centros y 
colonias escolares de vacaciones y, en general, cuales-
quiera establecimientos similares a los anteriores en los 
que la prestación del servicio de alojamiento turístico 
se realice de manera ocasional y sin ánimo de lucro.

Artículo 47. Casas rurales.

1. Son casas rurales aquellas edificaciones si-
tuadas en el medio rural que presentan especiales 
características de construcción, ubicación y tipicidad; 
prestan servicios de alojamiento y otros complemen-
tarios, y figuran inscritas como tales en el Registro de 
Turismo de Andalucía en los términos establecidos en 
la presente Ley.

2. Reglamentariamente se determinarán los requisi-
tos que deberán reunir las casas rurales y los criterios 
de clasificación de las mismas atendiendo, entre otras 
circunstancias, a su ubicación y características, así 
como a sus instalaciones y servicios.

3. En caso de que la casa rural se implante en 
suelo clasificado como no urbanizable, la inscripción 
en el Registro de Turismo de Andalucía se entiende 
sin perjuicio de su previa tramitación como actuación 
de interés público conforme con la normativa que le 
sea de aplicación.

Sección 2ª. De las viviendas turísticas 
de alojamiento rural

Artículo 48. De las viviendas turísticas de alojamiento 
rural.

1. Son viviendas turísticas de alojamiento rural 
aquellas situadas en el medio rural en las que se 
preste únicamente el servicio de alojamiento, y que 
son ofertadas al público, para su utilización temporal 

u ocasional, con fines turísticos, una o más veces a 
lo largo del año, sin que en ningún caso la prestación 
del servicio exceda, en conjunto, de tres meses al año.

2. Las viviendas turísticas de alojamiento rural 
deberán estar amuebladas y disponer de los enseres 
necesarios para su inmediata utilización. Reglamen-
tariamente se determinarán los requisitos mínimos de 
infraestructura que deben cumplir y los criterios de 
clasificación de las mismas.

Sección 3ª Régimen de aprovechamiento por turno 
en establecimientos de alojamiento turístico

Artículo 49. Régimen de aprovechamiento por turno.

En caso de comercialización en régimen de apro-
vechamiento por turno de las unidades de alojamiento 
de cualquiera de los establecimientos de alojamiento 
turístico señalados en el artículo 40, el establecimiento 
deberá someterse al principio de unidad de explota-
ción y a las demás prescripciones de esta Ley y a su 
normativa de desarrollo, en función del tipo de esta-
blecimiento y de la clasificación que le corresponda, 
además de a la legislación específica reguladora del 
aprovechamiento por turno.

El periodo anual de aprovechamiento no podrá su-
perar el que se establezca en la normativa de desarrollo 
de cada tipo de alojamiento turístico.

Sección 4ª De la intermediación turística

Artículo 50. Empresas de intermediación turística.

1. Las empresas de intermediación turística que 
organicen o comercialicen viajes combinados pertene-
cerán necesariamente al grupo de agencias de viajes, 
debiendo, a estos efectos, constituir una fianza en los 
términos establecidos reglamentariamente.

Cualquier otra actividad de intermediación turística 
distinta de la organización o comercialización de viajes 
combinados se considerará actividad con incidencia 
en el ámbito turístico.

2. Reglamentariamente se determinarán los requi-
sitos exigidos a las agencias de viajes.

Sección 5ª De la información turística y 
de los servicios de información

Artículo 51. Información turística.

1. La Consejería competente en la materia de turismo 
utilizará los medios y sistemas de información oportu-
nos con el objeto de proporcionar el conocimiento de 
la oferta y demanda turística, así como para garantizar 
la atención de peticiones de información externas.

2. La Consejería competente en la materia de turismo 
fomentará el uso de las tecnologías de la información y 
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de la comunicación, tanto en la difusión de los recursos 
turísticos de Andalucía como en las relaciones entre 
la Administración, el empresariado turístico y quienes 
nos visitan como turistas.

Artículo 52. Oficinas de turismo.

Se consideran oficinas de turismo aquellas depen-
dencias abiertas al público que, con carácter habitual, 
facilitan a la persona usuaria orientación, asistencia e 
información turística, pudiendo prestar otros servicios 
turísticos complementarios.

Artículo 53. Red de Oficinas de Turismo de Andalucía.

1. Aquellas oficinas de turismo cuya titularidad 
ostente la Administración de la Junta de Andalucía se 
integrarán en la Red de Oficinas de Turismo de Andalu-
cía creada a tal efecto, pudiendo adherirse a esta Red 
aquellas otras oficinas de turismo de titularidad pública 
o privada que voluntariamente lo soliciten.

2. Reglamentariamente se establecerán los servicios 
comunes de la Red, los requisitos de integración en la 
misma y el distintivo o placa oficial de las oficinas de 
turismo integradas en la misma.

3. Para que las oficinas de turismo ajenas a la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía puedan recibir 
subvenciones, ayudas o colaboración técnica y material, 
será obligatoria su integración en la Red de Oficinas 
de Turismo de Andalucía.

Artículo 54. Guías de turismo.

1. Se considera actividad propia de los guías de 
turismo la prestación, de manera habitual y retribuida, 
de servicios de información turística a quienes realicen 
visitas a los bienes integrantes del Catálogo General 
del Patrimonio Histórico Andaluz.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
quedan excluidas las funciones de divulgación y difusión 
desarrolladas por el personal de museos y conjuntos o 
instituciones del patrimonio, conforme a lo establecido 
en su normativa de aplicación.

2. Quienes pretendan establecerse en Andalucía 
para desarrollar la actividad propia de los guías de tu-
rismo deberán estar en posesión de la correspondiente 
habilitación otorgada por la Administración turística.

Esta habilitación conllevará su inscripción en el 
Registro de Turismo de Andalucía en los términos que 
reglamentariamente se determinen.

3. Las personas que sean guías de turismo habilita-
das por otras Comunidades Autónomas podrán desarro-
llar libremente la actividad en Andalucía sin necesidad 
de presentar documentación o comunicación alguna ni 
someterse al cumplimiento de requisitos adicionales.

4. Los guías de turismo ya establecidos en un 
Estado miembro de la Unión Europea que deseen 

ejercer la actividad de forma temporal en Andalucía en 
régimen de libre prestación deberán comunicarlo a la 
Administración turística, antes de la primera actividad 
transfronteriza, en los términos y condiciones que se 
regulan en el artículo 13 del Real Decreto 1837/2008, de 
8 de noviembre, por el que se incorpora al ordenamiento 
jurídico español la Directiva 2005/36/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativa al reconocimiento de 
cualificaciones profesionales.

TÍTULO VI
PROMOCIÓN, CALIDAD E INNOVACIÓN

CAPÍTULO I
De la promoción de los recursos turísticos de la 
Administración turística de la Junta de Andalucía

Artículo 55. Definición.

A efectos de esta Ley, se entiende por promoción 
turística el conjunto de actuaciones que realiza la Conse-
jería competente en materia de turismo, a través de las 
cuales favorece el conocimiento del destino Andalucía 
y la fidelización de quienes nos visitan como turistas y 
facilita la comercialización del producto turístico andaluz, 
en el mercado nacional e internacional, sin perjuicio 
de las competencias del Estado.

Artículo 56. Principios de actuación.

1. Andalucía en su conjunto se considera destino 
turístico global con tratamiento unitario en su promoción 
fuera de su territorio.

2. Se potenciará el destino turístico de Andalucía 
en el mercado nacional e internacional, favoreciendo 
el ajuste adecuado entre las acciones promocionales 
a desarrollar y las demandas del mercado.

3. La promoción se orientará a los distintos seg-
mentos de mercado, diversificando una oferta turística 
auténtica y de calidad que ofrezca una imagen de 
Andalucía como destino turístico singular.

4. La Consejería competente en materia de turismo 
programará y ejecutará campañas de promoción para 
fomentar y mantener la imagen de calidad de Andalucía 
como destino turístico. La promoción de esta imagen de 
calidad deberá integrar la diversidad de destinos turísticos 
de Andalucía y garantizar la utilización de una imagen de 
las mujeres y los hombres fundamentada en la igualdad 
de sexos, así como el uso no sexista del lenguaje.

5. Asimismo, podrá crear y otorgar distintivos, así 
como conceder medallas, premios y galardones, en 
reconocimiento y estímulo a las actuaciones desarro-
lladas en favor del turismo, mediante la correspondiente 
regulación que objetive los criterios y procedimientos.

6. Las Entidades Locales, cuando utilicen medios o 
fondos destinados específicamente por la Comunidad 
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Autónoma para organizar actuaciones concretas de 
promoción turística, incorporarán el logotipo o eslogan 
que en cada momento haya determinado la Consejería 
competente en materia de turismo.

Asimismo será de aplicación a las empresas privadas 
lo dispuesto en el apartado anterior.

7. Se fomentará la participación de las Administracio-
nes Públicas y de los agentes sociales y asociaciones 
empresariales más representativos del sector turístico 
en las actividades de promoción.

Artículo 57. Planificación de la promoción turística.

Las actuaciones a desarrollar en el ámbito de la 
promoción turística por la Consejería competente en 
materia de turismo se articularán a través de un plan 
específico de vigencia plurianual, que será aprobado 
por Orden de la persona titular de la citada Consejería 
y que, en todo caso, se someterá a las previsiones 
contenidas en el Plan General del Turismo.

Artículo 58. Declaraciones de interés turístico de 
Andalucía.

1. La Consejería competente en materia de turismo 
podrá declarar de interés turístico de Andalucía aquellas 
fiestas, acontecimientos, itinerarios, rutas, publicaciones 
y obras audiovisuales que supongan una manifesta-
ción y desarrollo de los valores propios y de tradición 
popular y que tengan una especial importancia como 
atractivo turístico, conforme a lo que se establezca 
reglamentariamente.

2. En la declaración de interés turístico de fiestas 
o acontecimientos se valorarán, especialmente, entre 
otros requisitos, la existencia de aspectos originales y 
de calidad que aporten singularidad y su repercusión 
turística en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

CAPÍTULO II
De la calidad turística

Artículo 59. Calidad turística.

La Administración de la Junta de Andalucía impul-
sará una estrategia de actuación en materia de calidad 
turística orientada a la óptima y homogénea atención 
a las personas usuarias turísticas en su itinerario de 
consumo, a la satisfacción de sus expectativas y a su 
fidelización, a través de la mejora continuada de los 
servicios y productos que consuman.

Artículo 60. Objetivos

La estrategia de calidad turística se articulará sobre 
establecimientos, servicios y destinos turísticos, con-
forme, entre otros, a los siguientes objetivos:

a) Promover la implantación de modelos de gestión 
integral de calidad.

b) Impulsar y fomentar la implantación y el manteni-
miento de sistemas de gestión de calidad normalizados 
de amplio reconocimiento.

c) Desarrollar programas específicos de actuación 
que incidan en la accesibilidad turística.

d) Favorecer el análisis de las expectativas, de las 
necesidades y de la satisfacción turística, y promover 
sistemas de autocontrol para los servicios turísticos.

e) Promocionar los establecimientos, servicios y 
destinos turísticos que obtengan certificaciones o dis-
tinciones en materia de calidad turística, sostenibilidad 
medioambiental y accesibilidad.

Artículo 61. Planificación de la calidad turística.

Las actuaciones a desarrollar en el ámbito de la 
estrategia de calidad turística por la Consejería com-
petente en materia de turismo se podrán articular a 
través de un plan específico de vigencia plurianual, 
que será aprobado por Orden de la persona titular 
de la misma, y que, en todo caso, se ajustará a las 
previsiones contenidas en el Plan General del Turismo.

CAPÍTULO III
De la innovación turística

Artículo 62. Innovación turística.

La Consejería competente en materia de turismo 
apoyará la innovación y la modernización tecnológica de 
las empresas, establecimientos y servicios turísticos, así 
como la generación y transferencia de conocimiento al 
sistema turístico andaluz, como instrumento estratégico 
para incrementar su competitividad y sostenibilidad.

TÍTULO VII
DE LA INSPECCIÓN TURÍSTICA

Artículo 63. Funciones de la inspección turística.

La inspección en materia de turismo tendrá las 
funciones siguientes:

a) La comprobación y control del cumplimiento de 
la normativa vigente en materia de turismo, especial-
mente la persecución de las actividades clandestinas.

La inspección podrá requerir la subsanación de las 
deficiencias apreciadas y, en su caso, proponer el inicio 
de los procedimientos sancionadores que procedan.

b) La emisión de los informes técnicos que solicite 
la Administración turística, en particular en casos de 
clasificación de establecimientos turísticos, funciona-
miento de empresas y seguimiento de la ejecución de 
inversiones subvencionadas.
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c) La información y asesoramiento a las personas 
interesadas, cuando así lo requieran, sobre sus de-
rechos y deberes, así como sobre la aplicación de la 
normativa turística vigente.

d) Aquellas otras que, en función de su naturale-
za, le encomiende la persona titular de la Consejería 
competente en materia turística.

Artículo 64. Los servicios de inspección turística.

1. Las funciones inspectoras en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía serán ejercidas por la Con-
sejería competente en materia de turismo, a la que 
se adscriben los correspondientes servicios de ins-
pección, que tendrán la estructura que se determine 
reglamentariamente.

2. El personal funcionario de los servicios de ins-
pección de la Junta de Andalucía, en el ejercicio de su 
cometido en materia turística, tendrá la consideración 
de agente de la autoridad, disfrutando como tales de 
la protección y facultades que a éstos les dispensa 
la normativa vigente. A estos efectos, contará con la 
correspondiente acreditación, que deberá exhibir en el 
ejercicio de sus funciones.

3. El personal de los servicios de inspección de 
turismo está obligado a cumplir el deber de secreto. 
El incumplimiento de esta obligación será sancionado 
conforme a las disposiciones vigentes en la materia. 
Asimismo, el personal inspector gozará de indepen-
dencia en sus apreciaciones, actuando de acuerdo 
con las previsiones de los planes de inspección y las 
instrucciones de sus superiores jerárquicos.

4. En el ejercicio de sus funciones, el personal 
inspector debe observar el respeto y la consideración 
debidos a las personas interesadas y a las usuarias, 
informándoles, cuando así sean requeridos, de sus 
derechos y deberes, a fin de facilitar su adecuado 
cumplimiento.

Artículo 65. Deberes de colaboración.

1. Los servicios de inspección, además de solicitar 
documentación e información directamente relacionada 
con el cumplimiento de sus funciones, podrán recabar la 
cooperación de los servicios de inspección dependientes 
de otras Consejerías y Administraciones Públicas en 
los términos previstos legalmente. Igualmente, podrán 
recabar la cooperación de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, en los términos y por las vías previstas en 
la normativa vigente.

2. La Consejería competente en materia de turismo 
vendrá obligada a comunicar a las Consejerías, entidades 
públicas y Administraciones Públicas correspondientes 
aquellas deficiencias detectadas en el ejercicio de su 
función por el personal del servicio de inspección de 
turismo que, pudiendo constituir infracciones, incidan 
en el ámbito competencial de aquéllas.

Artículo 66. Obligaciones de las personas adminis­
tradas.

1. Las personas titulares de las empresas y actividades 
turísticas, sus representantes legales o, en su defecto, 
personas debidamente autorizadas están obligados a 
facilitar al personal funcionario de los servicios de ins-
pección, en el ejercicio de sus funciones, el acceso a 
las dependencias e instalaciones y el examen de docu-
mentos, libros y registros directamente relacionados con 
la actividad turística, así como a facilitar la obtención de 
copias o reproducciones de la documentación anterior.

2. Si no estuviesen presentes las personas referidas 
en el apartado anterior, el personal inspector dejará a 
quien esté presente un requerimiento, indicando el plazo 
en que procederá a realizar la inspección, nunca inferior 
a veinticuatro horas, la cual habrá de ser facilitada por 
cualquier persona relacionada con el establecimiento 
que esté presente en ese momento.

3. De no poderse aportar en el momento de la ins-
pección los documentos requeridos o necesitar éstos 
de un examen detenido, el personal inspector podrá 
conceder un plazo para la entrega de aquéllos o, en 
su lugar, citar a las personas titulares de las empresas 
y actividades turísticas, sus representantes legales o, 
en su defecto, personas debidamente autorizadas a 
comparecencia ante la Administración autonómica.

4. Si se le negase la entrada o acceso a los lugares 
objeto de inspección, no se le facilitara la documentación 
solicitada o no se acudiese a la oficina administrativa a 
requerimiento de la inspección de turismo, el personal 
inspector formulará mediante acta la necesaria adver-
tencia de que tal actitud constituye una obstrucción 
sancionable.

Artículo 67. Planificación de las actuaciones inspec­
toras.

1. El ejercicio de las actuaciones inspectoras se 
ordenará mediante los correspondientes Planes de 
Inspección Programada que se aprueben mediante 
Orden de la persona titular de la Consejería competente 
en materia de turismo.

2. No obstante, podrán realizar actuaciones espe-
cíficas que deban efectuarse conforme a los criterios 
de eficiencia, legalidad y seguridad jurídica.

3. La actuación de la inspección de turismo se 
desarrollará, principalmente, mediante visita a los cen-
tros o lugares objeto de inspección. Igualmente, podrá 
desempeñar su función fiscalizadora solicitando de los 
responsables de las actividades turísticas la aportación 
de los datos precisos.

4. Por cada visita de inspección que se realice, el 
personal funcionario actuante debe levantar el acta 
correspondiente en la que se expresará su resultado, 
que podrá ser:

a) De conformidad con la normativa turística.
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b) De obstrucción al personal funcionario por par-
te de la persona titular, su representante o personal 
empleado.

c) De advertencia, cuando los hechos consistan en 
la inobservancia de requisitos fácilmente subsanables, 
y siempre que de los mismos no se deriven daños o 
perjuicios para las personas usuarias; en estos su-
puestos, el inspector puede advertir y asesorar para 
que se cumpla la normativa, consignando en el acta 
la advertencia, la norma aplicable y el plazo para su 
cumplimiento.

d) De infracción.
El contenido de los distintos tipos de actas se 

ajustará, en lo que proceda, al establecido para las 
actas de infracción.

Artículo 68. Actas de infracción.

1. En las actas se reflejarán los datos identificativos 
del establecimiento o actividad, la fecha y hora de la 
visita, los hechos constatados, destacando, en su caso, 
los relevantes a efectos de tipificación de la infracción 
y graduación de la sanción, así como los nombres y 
apellidos de las personas inspectoras. Siempre que 
sea posible y sin perjuicio de lo que resultase de la 
posible instrucción del procedimiento sancionador, se 
contemplará asimismo:

a) La infracción presuntamente cometida, con ex-
presión del precepto infringido.

b) Las sanciones que, en su caso, se pudieran 
imponer.

2. Las personas interesadas, o sus representantes, 
podrán hacer en el acto de inspección las alegaciones 
o aclaraciones que estimen convenientes a su defensa, 
que se reflejarán en la correspondiente acta.

3. Si la inspección aprecia razonadamente la exis-
tencia de elementos de riesgo inminente de perjuicio 
grave para las personas usuarias, deberá proponer 
al órgano competente para incoar el procedimiento 
sancionador la adopción de las medidas cautelares 
oportunas a las que se refiere el artículo 83.

4. Las actas deberán ser notificadas a la persona 
interesada en el momento de la inspección o en los 
diez días hábiles siguientes a la fecha de la inspec-
ción. Cuando la notificación se realice en el momento 
de la inspección, las actas deberán ser firmadas por 
la persona titular de la empresa, por el representante 
legal de ésta o, en caso de ausencia, por quien se 
encuentre al frente del establecimiento, o, en último 
extremo, por cualquier dependiente, sin que implique 
la aceptación del contenido del acta.

Las actas levantadas, en su caso, por agentes de 
la Administración colaboradora serán remitidas a la 
Delegación Provincial de la Consejería competente 
en materia de turismo, que proseguirá su tramitación.

5. Las actas de la inspección de turismo, extendidas 
con arreglo a los requisitos señalados en los aparta-

dos anteriores, tendrán valor probatorio respecto a los 
hechos reflejados en ellas constatados personalmente 
por la persona inspectora, sin perjuicio de las pruebas 
que en defensa de sus derechos o intereses puedan 
señalar o aportar las personas interesadas.

TÍTULO VIII
RÉGIMEN SANCIONADOR DE LA ACTIVIDAD 

TURÍSTICA Y MEDIDAS DE EJECUCIÓN FORZOSA

CAPÍTULO I
De las infracciones administrativas

Artículo 69. Infracciones administrativas.

1. Son infracciones administrativas en materia de 
turismo las acciones u omisiones tipificadas en la 
presente Ley.

2. Las disposiciones reglamentarias de ordenación 
del turismo podrán, dentro del marco de lo establecido 
en la presente Ley, complementar o especificar las 
conductas contrarias a lo dispuesto en la misma.

3. Las infracciones a la normativa turística se cla-
sifican en leves, graves y muy graves.

4. La comisión de una infracción administrativa 
en materia de turismo dará lugar a la tramitación del 
correspondiente expediente sancionador, conforme a 
lo previsto en el presente título.

Artículo 70. Infracciones leves.

Se consideran infracciones leves:

1. La publicidad o prestación de un servicio turísti-
co habiendo cumplido el deber de presentación de la 
declaración responsable prevista en el artículo 38.2, 
pero no aportando en plazo los documentos que al 
efecto sean exigibles por las disposiciones turísticas 
que regulen dicha actividad.

2. Las deficiencias en la prestación de los servicios 
contratados en relación con las condiciones anunciadas 
o acordadas.

3. Las deficiencias relativas a la limpieza, funcio-
namiento de las instalaciones o mantenimiento de los 
equipamientos, de conformidad con la categoría del 
establecimiento.

4. El trato descortés o incorrecto con la persona 
usuaria.

5. La falta de distintivos, de símbolos acreditativos 
de la clasificación administrativa, de anuncios, seña-
lización o de información de obligatoria exhibición o 
que, exhibidos, no cumplan las formalidades exigidas.

6. El incumplimiento de las obligaciones de infor-
mación dispuestas en el artículo 26 de esta Ley o en 
la legislación sobre viajes combinados, o el suministro 
de la misma de forma incompleta.
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7. El incumplimiento de las disposiciones sobre la 
publicidad de los precios de los servicios.

8. La admisión de reservas en exceso, que origi-
nen sobrecontratación de plazas cuando la empresa 
infractora facilite a la persona afectada alojamiento 
en las condiciones del artículo 25.2, párrafo primero.

9. El retraso en el cumplimiento de las comunica-
ciones que exija la normativa turística.

10. La inexactitud de los datos manifestados en la de
claración responsable a que se refiere el artículo 38.2 o en 
la comunicación prevista en el artículo 54.4 de esta Ley.

11. El incumplimiento de las obligaciones forma-
les establecidas por la legislación turística relativas 
a documentación, libros o registros, así como la no 
conservación de la documentación obligatoria durante 
el tiempo establecido reglamentariamente.

Artículo 71. Infracciones graves.

Se consideran infracciones graves:
1. La realización o prestación clandestina de un 

servicio turístico, definida en el artículo 30.4.
2. La mediación en la contratación de servicios 

que tengan la consideración de clandestinos conforme 
a esta Ley, o el suministro de información sobre los 
mismos por parte de las oficinas de turismo.

3. La grave desconsideración con la persona usuaria.
4. El incumplimiento del deber de realizar las 

comunicaciones que exija la normativa turística, tras 
requerimiento realizado al efecto.

5. La falsedad de los datos manifestados en la de-
claración responsable a que se refiere el artículo 38.2 
o en la comunicación prevista en el artículo 54.4, así 
como la alteración de los datos sin haber instado su 
modificación en los términos legal o reglamentariamente 
establecidos.

6. La alteración o la falta de mantenimiento de los 
presupuestos, requisitos y circunstancias tenidos en 
cuenta para la clasificación administrativa e inscrip-
ción en el Registro de Turismo de Andalucía de los 
establecimientos y servicios, sin haber presentado la 
correspondiente declaración responsable en los términos 
legal o reglamentariamente establecidos.

7. El incumplimiento de los requisitos referidos a la 
ubicación, infraestructura, edificación, instalaciones, 
equipamiento, mobiliario, servicios, superficie de parcela 
o calidad de los establecimientos, dispuestos en función 
del tipo, grupo, categoría, modalidad o especialidad a 
la que pertenezcan.

8. No evitar la generación de ruidos propios del 
establecimiento de alojamiento que impidan la tran-
quilidad de las personas usuarias.

9. La negativa a la prestación de un servicio con-
tratado o la prestación del mismo en condiciones de 
calidad sensiblemente inferiores a las pactadas. No 
constituirá infracción la negativa a continuar prestando 

un servicio cuando la clientela se niegue al pago de 
las prestaciones ya recibidas.

10. La utilización de denominación, rótulos, símbolos 
o distintivos diferentes a los que corresponda confor-
me a la clasificación reconocida al establecimiento, 
actividad o servicio.

11. La utilización de información o la realización de 
publicidad no veraz, equívoca o que induzca a engaño 
en la oferta de servicios turísticos.

12. La negativa a facilitar, a la persona usuaria 
que lo solicite, la documentación acreditativa de los 
términos de la contratación.

13. El incumplimiento, por las agencias de viajes, 
de las obligaciones, relativas a la forma, contenido, 
modificación o resolución de los contratos, establecidas 
en la legislación sobre viajes combinados, incluida la 
sobrecontratación.

14. La restricción de acceso o permanencia en los 
establecimientos turísticos, salvo por causa justificada.

15. El cobro o el intento de cobro a las personas 
usuarias de precios superiores a los publicitados o 
expuestos al público.

16. La negativa a la expedición de factura o tique, 
o, habiendo expedido el tique mecánico, la negativa 
a realizar la correspondiente factura desglosada es-
pecificando los distintos conceptos, a solicitud de la 
persona usuaria de servicios turísticos.

17. La admisión de reservas en exceso que origi-
nen sobrecontratación de plazas cuando la empresa 
infractora no facilite a la persona usuaria afectada 
alojamiento en las condiciones del párrafo primero 
del artículo 25.2.

18. La falta de formalización, o de mantenimiento 
de su vigencia o cuantía, de las garantías y seguro 
exigidos por la normativa turística de aplicación.

19. La contratación de establecimientos, empresas 
y personas que no dispongan de las autorizaciones 
pertinentes, así como el no disponer de personal 
cualificado para el ejercicio de funciones, o de equipo 
y material homologado, cuando ello sea exigible por 
la normativa turística a los efectos de la prestación de 
los servicios convenidos con la persona usuaria de 
servicios turísticos.

20. La alteración de la capacidad de alojamiento de 
los establecimientos turísticos, mediante la instalación 
de camas, o la admisión de personas usuarias en las 
unidades de alojamiento o en las zonas de acampada, 
siempre que difiera de lo especificado en la declaración 
responsable o comunicación previa y supere los límites 
establecidos reglamentariamente.

21. La contratación de servicios turísticos por tiempo 
superior al establecido reglamentariamente.

22. La actuación que dificulte o retrase el ejercicio 
de las funciones de inspección turística.

23. La inexistencia de hojas de reclamaciones o 
la negativa a facilitar la hoja de reclamaciones a la 
clientela en el momento de ser solicitada.
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24. La reincidencia en la comisión de infracciones 
leves, en los términos previstos en el artículo 79.2.

Artículo 72. Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones muy graves:
1. Las infracciones de la normativa turística que 

tengan por resultado daño notorio o perjuicio grave 
a la imagen turística de Andalucía o de sus destinos 
turísticos.

2. La restricción en el acceso, en la prestación de 
servicios o la expulsión injustificada de un estableci-
miento turístico, cuando se realice por razón de raza, 
sexo, religión, opinión o cualquier otra circunstancia 
personal o social que suponga discriminación.

3. La negativa u obstrucción que impida la actuación 
de los servicios de inspección turística, así como la apor-
tación a la misma de información o documentos falsos.

4. La venta de parcelas de los campamentos de 
turismo, así como unidades de alojamiento de estableci-
mientos hoteleros o partes sustanciales de los mismos, 
salvo en los supuestos admitidos por la legislación vigente.

5. El incumplimiento del principio de unidad de ex-
plotación definido en los apartados 1 y 2 del artículo 41.

6. La contravención de las prohibiciones relativas 
al destino de las unidades de alojamiento y a su ex-
plotación por persona distinta de la empresa titular 
de la explotación, contempladas en el apartado 3 del 
artículo 41.

7. El incumplimiento de las condiciones dispuestas 
en los apartados 1 y 2 del artículo 42.

8. La explotación de las unidades de alojamiento de 
los establecimientos en régimen de propiedad horizontal 
o figuras afines, por parte de las personas propietarias, 
al margen de la empresa explotadora, o su utilización 
para un uso diferente del turístico.

9. El incumplimiento, por parte de la persona pro-
motora de un inmueble destinado a establecimiento de 
alojamiento turístico que se constituya en régimen de 
propiedad horizontal, de las obligaciones de información 
establecidas en el apartado 4 del artículo 42.

10. La reincidencia en la comisión de infracciones 
graves, en los términos previstos en el artículo 79.2.

Artículo 73. Responsables de las infracciones.

1. Son responsables de las infracciones tipificadas 
en la presente Ley las personas físicas o jurídicas, 
públicas o privadas, que realicen las acciones u omi-
siones tipificadas en la misma, aun a título de simple 
inobservancia, y en particular:

a) Las personas titulares de empresas, estableci-
mientos o actividades turísticas.

b) Quienes hubieren suscrito la declaración respon-
sable a que se refiere el artículo 38.2 o la comunicación 
prevista en el artículo 54.4 de esta Ley.

c) Las personas que presten cualquier servicio 
turístico de manera clandestina.

d) Las personas propietarias de unidades de alo-
jamiento de establecimientos de alojamiento turístico 
en régimen de propiedad horizontal.

e) Las personas promotoras de establecimientos de 
alojamiento turístico en régimen de propiedad horizontal.

2. Las personas titulares de las actividades turís-
ticas serán responsables administrativamente de las 
infracciones cometidas por su personal empleado 
o por terceras personas que, sin unirles un vínculo 
laboral, realicen prestaciones a las personas usuarias 
de servicios turísticos comprendidas en los servicios 
contratados con aquéllas.

La responsabilidad administrativa se exigirá a la 
persona titular de la actividad turística, sin perjuicio 
de que ésta pueda deducir las acciones que resulten 
procedentes.

Artículo 74. Infracciones constitutivas de delito o falta.

1. Cuando en cualquier momento del procedimiento 
el órgano competente para incoarlo considere que las 
infracciones pudieran ser constitutivas de delito o falta, 
deberá dar traslado al Ministerio Fiscal, acordando la 
suspensión del procedimiento sancionador hasta que 
recaiga resolución judicial, si apreciare que existe 
identidad de sujeto, hecho y fundamento entre la infrac-
ción administrativa y la sanción penal. No obstante, la 
suspensión anterior no se extenderá a la ejecutividad 
de las medidas cautelares adoptadas para restablecer 
el orden jurídico vulnerado.

2. En los mismos términos, la instrucción de causa 
penal ante los Tribunales de Justicia suspenderá la tra-
mitación del procedimiento administrativo sancionador 
que se hubiese incoado por los mismos hechos.

3. La sanción penal excluirá la imposición de san-
ción administrativa en los casos en que se aprecie 
identidad de sujeto, hecho y fundamento. No obstan-
te, si se hubiese impuesto sanción administrativa, tal 
sanción quedará sin efecto y, en su caso, su importe 
será reintegrado a la persona infractora salvo que haya 
sido tenida en cuenta por el órgano jurisdiccional para 
graduar la sanción penal.

4. Si la autoridad judicial acordare el archivo o dictare 
auto de sobreseimiento o sentencia absolutoria y la 
Administración continuara el procedimiento sancionador, 
deberá tener en cuenta, en su caso, los hechos que la 
jurisdicción competente haya considerado probados, 
salvo que la resolución judicial absolutoria se funde en 
la inexistencia misma de los hechos.

Artículo 75. Prescripción de las infracciones.

1. Las infracciones previstas en esta Ley prescribirán 
en los siguientes plazos:

a) Infracciones leves: seis meses.
b) Infracciones graves: un año.
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c) Infracciones muy graves: dos años.
2. El plazo de prescripción de las infracciones se 

computará desde el día en que se hubieran cometido. 
En las infracciones en las que la conducta tipificada 
implique una obligación permanente para la persona 
titular, el plazo de prescripción se computará a partir 
de la fecha de cese de la actividad.

3. La prescripción de las infracciones quedará 
interrumpida por la incoación del procedimiento sancio-
nador correspondiente con conocimiento de la persona 
interesada, reanudándose el plazo de prescripción si el 
procedimiento estuviera paralizado más de un mes por 
causa no imputable al presunto responsable.

CAPÍTULO II
De las sanciones administrativas

Artículo 76. Tipología de las sanciones.

Las infracciones contra lo dispuesto en esta Ley y 
demás disposiciones en materia de turismo darán lugar 
a la imposición de las siguientes sanciones:

a) Principales.
– Apercibimiento.
– Multa.
b) Accesorias.
– Suspensión temporal del ejercicio de servicios 

turísticos y clausura temporal del establecimiento o de 
la unidad de alojamiento.

– El cese definitivo del ejercicio de servicios turísticos 
y la clausura definitiva del establecimiento.

Artículo 77. Prescripción de las sanciones.

1. Las sanciones previstas en esta Ley prescribirán 
en los siguientes plazos:

a) Las impuestas por infracciones leves: seis meses.
b) Las impuestas por infracciones graves: un año.
c) Las impuestas por infracciones muy graves: 

dos años.
2. El plazo de prescripción de las sanciones se com-

putará desde el día siguiente a aquel en que adquiere 
firmeza la resolución por la que se imponga la sanción.

3. La prescripción de las sanciones quedará in-
terrumpida por la iniciación, con conocimiento de la 
persona interesada, del procedimiento de ejecución, 
reanudándose el plazo de prescripción si el procedi-
miento estuviera paralizado más de un mes por causa 
no imputable a la persona infractora.

Artículo 78. Sanciones.

1. Las infracciones calificadas como leves serán san-
cionadas con apercibimiento o multa de hasta 2.000 euros.

2. Las infracciones calificadas como graves serán 
sancionadas con multa de 2.001 a 18.000 euros. Como 

sanción accesoria podrá imponerse la suspensión del 
ejercicio de servicios turísticos, o la clausura temporal 
del establecimiento, en su caso, por un periodo inferior 
a seis meses.

3. Las infracciones muy graves serán sancionadas 
con multa de 18.001 a 150.000 euros. Como sanción 
accesoria podrá imponerse la suspensión temporal del 
ejercicio de servicios turísticos, o la clausura temporal 
del establecimiento o de la unidad de alojamiento, en 
su caso, por un periodo comprendido entre seis meses 
y tres años.

Podrá acordarse la clausura definitiva del estableci-
miento y, en su caso, la cancelación de la inscripción en 
el Registro de Turismo de Andalucía, cuando la persona 
responsable haya sido sancionada dos o más veces en 
el transcurso de tres años consecutivos por la comisión 
de infracciones muy graves, mediante resolución firme 
en vía administrativa, y se produzcan perjuicios graves 
para los intereses turísticos de Andalucía derivados de 
la conducta de la persona infractora.

Artículo 79. Criterios para la graduación de las san­
ciones.

1. Las sanciones se impondrán teniendo en cuenta 
las circunstancias concurrentes cuando se produjo la 
infracción administrativa. A este respecto se tendrán 
en cuenta especialmente los siguientes criterios:

a) La existencia de intencionalidad.
b) La naturaleza de los perjuicios causados, así 

como el riesgo generado para la salud o la seguridad.
c) La reincidencia, cuando no haya sido tenida en 

cuenta para tipificar la infracción.
d) El beneficio obtenido como consecuencia de la 

infracción.
e) El volumen económico de la empresa o esta-

blecimiento.
f) La categoría del establecimiento o características 

de la actividad.
g) La trascendencia social de la infracción.
h) Las repercusiones para el resto del sector.
i) La subsanación, durante la tramitación del pro-

cedimiento, de las irregularidades que dieron origen 
a su incoación.

2. Se entiende por reincidencia la comisión de cualquier 
infracción de la misma clase en el plazo de un año, a 
contar desde la notificación de la sanción impuesta 
por otra infracción de las tipificadas en la presente Ley, 
cuando haya sido declarada firme en vía administrativa.

3. En todo caso, la aplicación de la sanción deberá 
ser proporcionada a la gravedad de la conducta y ase-
gurará que la comisión de las infracciones no resulte 
más beneficiosa para la persona infractora que el cum-
plimiento de las normas infringidas. A tal efecto, podrán 
incrementarse las cuantías de las multas establecidas 
en el artículo anterior hasta el triple del precio de los 
servicios afectados por la infracción.
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4. Atendiendo a las circunstancias de la infracción, 
cuando los daños y perjuicios originados a las personas 
usuarias de los servicios turísticos, a la imagen turís-
tica de Andalucía o a los intereses generales sean de 
escasa entidad, el órgano competente podrá imponer 
a las infracciones muy graves las sanciones corres-
pondientes a las graves y a las infracciones graves 
las correspondientes a las leves. En tales supuestos 
deberá justificarse la existencia de dichas circunstancias 
y motivarse la resolución.

Artículo 80. Órganos competentes.

1. Los órganos de la Administración de la Junta 
de Andalucía competentes para la imposición de las 
sanciones establecidas en la presente Ley son:

a) Las personas titulares de las Delegaciones 
Provinciales de la Consejería competente en materia 
de turismo, para la imposición de las sanciones corres-
pondientes a infracciones leves y graves, salvo que el 
ámbito territorial de la infracción exceda del que corres-
ponde a la persona titular de la Delegación Provincial, 
en cuyo caso será impuesta por la persona titular de la 
Dirección General expresada en el apartado siguiente.

b) La persona titular de la Dirección General com-
petente de la Consejería que tenga atribuidas las com-
petencias en materia de turismo, para la imposición de 
sanciones correspondientes a infracciones muy graves, 
excepto lo establecido en la letra siguiente.

c) La persona titular de la Consejería competente en 
materia de turismo, para la imposición de las sanciones 
correspondientes a infracciones muy graves cuya cuan-
tía supere los cien mil euros o consista en la clausura 
definitiva del establecimiento o en la cancelación de 
la inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía.

2. Los órganos competentes de la Administración 
de la Junta de Andalucía sancionarán las infracciones 
en materia de turismo cometidas en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, cualquiera que 
sea el domicilio social de la persona responsable.

CAPÍTULO III
Del procedimiento sancionador

Artículo 81. Normativa de aplicación.

La potestad sancionadora en materia de turismo se 
ejercerá de acuerdo con las normas procedimentales 
del presente capítulo y las que en su desarrollo se 
establezcan reglamentariamente.

Artículo 82. Incoación.

1. Los procedimientos sancionadores se iniciarán 
de oficio, por acuerdo de las personas titulares de las 
Delegaciones Provinciales de la Consejería competente 
en materia de turismo en cuya provincia se cometa la 

infracción, bien por propia iniciativa, como consecuencia 
de orden superior, petición razonada de otro órgano 
administrativo o por denuncia de cualquier persona.

2. El acuerdo de iniciación, que será notificado a 
las personas presuntamente responsables, tendrá el 
siguiente contenido mínimo:

a) Identificación de la persona o personas presun-
tamente responsables.

b) Los hechos, sucintamente expuestos, que motivan 
la incoación del procedimiento, su posible calificación 
y las sanciones que pudieran corresponder, sin perjuicio 
de lo que resulte de la instrucción.

c) Persona instructora y, en su caso, Secretario o 
Secretaria del procedimiento, con expresa indicación 
de su régimen de recusación.

d) Órgano competente para la resolución del pro-
cedimiento y norma que le atribuya la competencia.

e) Indicación del derecho a formular alegaciones 
y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos 
para su ejercicio.

Artículo 83. Medidas cautelares.

1. Excepcionalmente, cuando sea necesario para 
asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer 
o cuando concurran circunstancias graves que afecten 
a la seguridad de las personas, de los bienes, o que 
supongan perjuicio grave y manifiesto para la imagen 
turística de Andalucía, podrá acordarse cautelarmente, 
tanto en el acuerdo de iniciación del procedimiento 
como durante su instrucción, la clausura inmediata del 
establecimiento, el precintado de sus instalaciones o la 
suspensión de la actividad, durante el tiempo necesario 
para la subsanación de los defectos existentes y como 
máximo hasta la resolución del procedimiento.

2. La autoridad competente para incoar el procedi-
miento lo será también para adoptar la medida cautelar, 
mediante resolución motivada, previa audiencia de la 
persona interesada.

Artículo 84. Caducidad.

Los procedimientos sancionadores se entenderán 
caducados, procediéndose al archivo de las actuaciones, 
una vez que transcurran seis meses desde su incoación, 
excluyendo de su cómputo las paralizaciones imputables 
a la persona interesada y las suspensiones establecidas 
en el artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
todo ello sin perjuicio de la posible ampliación del plazo 
en los supuestos legalmente establecidos.

Artículo 85. Anotación, cancelación y publicidad de 
sanciones.

1. Las sanciones firmes en vía administrativa, sea 
cual fuere su clase y naturaleza, serán anotadas en el 
Registro de Turismo de Andalucía.
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2. La anotación de las sanciones se cancelará de 
oficio o a instancia de la persona interesada:

a) Transcurridos uno, dos o cuatro años, según 
se trate de sanciones por infracciones leves, graves 
o muy graves, respectivamente, desde su imposición 
con carácter firme en vía administrativa.

b) Cuando la resolución sancionadora sea anula-
da en vía contencioso-administrativa, una vez que la 
sentencia sea declarada firme.

3. Por razones de ejemplaridad y siempre que 
concurran las circunstancias de reincidencia en 
las infracciones de naturaleza análoga, acreditada 
intencionalidad o que la infracción produzca graves 
daños a terceros o a la imagen turística de Andalucía, el 
órgano sancionador podrá acordar la publicación de la 
sanción en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y 
a través de los medios de comunicación que considere 
oportunos, una vez que ésta sea firme. La publicación 
contendrá, además de la sanción, el nombre, apellidos o 
denominación social de las personas físicas o jurídicas 
responsables, el establecimiento turístico, así como la 
índole y naturaleza de la infracción.

CAPÍTULO IV
Medidas de ejecución forzosa

Artículo 86. Multas coercitivas.

1. Con independencia de las sanciones previstas 
en los artículos anteriores, los órganos sancionadores, 
una vez transcurridos los plazos señalados en el re-
querimiento correspondiente relativo a la adecuación 
de la actividad o de los establecimientos a lo dispuesto 
en las normas o, en su caso, al cese de la actividad, 
podrán imponer multas coercitivas, con un intervalo 
entre ellas de entre tres y quince días, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 99 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. La cuantía de cada una de dichas multas no 
superará el diez por ciento de la multa fijada para la 
infracción cometida, ni 100 euros, en el caso de que 
las sanciones no sean pecuniarias.

2. En el supuesto de incumplimiento de los reque-
rimientos que no den lugar a la incoación de proce-
dimientos sancionadores, se podrán imponer multas 
coercitivas con un intervalo de quince días y una cuantía 
que no exceda de 300 euros por cada una.

Disposición adicional única. Actualización de las 
multas.

La cuantía de las multas podrá ser actualizada por 
Orden de la persona titular de la Consejería competente 
en materia de turismo, de acuerdo con el índice de 
precios al consumo, o sistema que lo sustituya.

Disposición transitoria primera. Determinaciones 
turísticas de los Planes de Ordenación del Territorio 
de ámbito subregional ya vigentes y en tramitación.

Lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, 
en relación con las determinaciones en materia de 
turismo de los Planes de Ordenación del Territorio de 
ámbito subregional, no será de aplicación a los Planes 
vigentes y en tramitación que, a la entrada en vigor de 
la misma, hayan cumplido los trámites de información 
pública y de audiencia a que se refiere el artículo 13.5 
de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del 
Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional ya vigentes así como los que se encuentren 
en el estado de tramitación referido una vez aprobados 
incorporarán, cuando sean objeto de revisión, determi-
naciones que permitan implementar el modelo turístico 
establecido para los distintos ámbitos territoriales en 
el Plan General del Turismo o, en su caso, en las 
estrategias para la ordenación de los recursos y las 
actividades turísticas.

Disposición transitoria segunda. Escuela Oficial de 
Turismo de Andalucía.

En tanto se mantengan las competencias de la 
Administración de la Junta de Andalucía sobre las en-
señanzas oficiales en materia de turismo, las funciones 
que hasta la fecha venía desempeñando la Escuela 
Oficial de Turismo de Andalucía serán asumidas por la 
Consejería competente en materia de turismo.

Disposición transitoria tercera. Viviendas turísticas 
de alojamiento rural.

Los titulares de viviendas turísticas de alojamiento 
rural anotadas en el Registro de Turismo de Andalucía 
dispondrán de 18 meses desde la entrada en vigor de 
la presente Ley para presentar declaración responsable 
para su inscripción como casa rural, debiendo optar 
por la categoría básica o superior.

Disposición transitoria cuarta. Normas procedi­
mentales.

Sin perjuicio de la aplicación de las normas proce-
dimentales establecidas en esta Ley, en tanto no se 
proceda al desarrollo reglamentario a que se refiere 
el artículo 81, será aplicable la legislación autonómica 
reguladora del procedimiento para el ejercicio de la 
potestad sancionadora y, en su defecto, la legislación 
del Estado.
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Disposición transitoria quinta. Régimen sancionador.

La presente Ley no será de aplicación a los proce-
dimientos sancionadores iniciados antes de su entrada 
en vigor, los cuales se tramitarán y resolverán con 
arreglo a las disposiciones vigentes en el momento 
de su incoación, salvo que lo dispuesto en esta Ley 
resulte más favorable para la persona presuntamente 
infractora.

Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Quedan derogadas las normas de igual o inferior 
rango en lo que contradigan o se opongan a lo estable-
cido en la presente Ley, y en particular la Ley 12/1999, 
de 15 de diciembre, del Turismo; el Decreto 35/1996, 
de 30 de enero, por el que se crea la Escuela Oficial de 
Turismo de Andalucía, y el Decreto 150/2005, de 21 de 
junio, por el que se regula la Oficina de la Calidad del 
Turismo de Andalucía.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 1/1994, 
de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comu­
nidad Autónoma de Andalucía.

Se modifica el Anexo I, Actividades de planificación, 
de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del 
Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
en los siguientes términos:

«14. Plan General del Turismo y Marcos Estratégicos 
para la Ordenación de los Recursos y las Actividades 
Turísticas».

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

Se añade una nueva disposición adicional a 
la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, con el siguiente contenido:

«Disposición adicional novena. Caracterización del 
suelo de uso turístico.

A los efectos de su calificación y ordenación urba-
nística, mediante el correspondiente instrumento de 
planeamiento urbanístico, se considerará suelo de uso 
turístico el que en un porcentaje superior al cincuenta 
por ciento de la edificabilidad total del ámbito de orde-
nación determine la implantación de establecimientos de 
alojamiento turístico que cumplan los requisitos de uso 
exclusivo y de unidad de explotación. Dicho porcentaje 
podrá reducirse hasta en cinco puntos porcentuales 
sin perder su consideración de suelo de uso turístico 
siempre que la edificabilidad correspondiente a este 
último porcentaje se destine a cualesquiera otros ser-
vicios turísticos definidos como tales en la legislación 
turística».

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

El desarrollo reglamentario de esta Ley se llevará a 
efecto de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 
y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 
de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición final cuarta. Delegación para la refundi­
ción de textos normativos.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 109 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, se autoriza 
al Consejo de Gobierno para que, en el plazo de 
seis meses, desde la entrada en vigor de la presente 
Ley, apruebe los respectivos textos refundidos de las 
siguientes leyes:

a) Ley 1/1996, de 10 de enero, del Comercio Interior 
de Andalucía.

b) Ley 9/1988, de 25 de noviembre, del Comercio 
Ambulante.

c) Ley 3/1992, de 22 de octubre, de Ferias Comer-
ciales Oficiales de Andalucía.

2. La autorización para refundir se extiende, además, 
a la regularización y armonización de los textos legales 
que se refunden, epigrafiando, en su caso, los títulos, 
capítulos y artículos del texto refundido.

Disposición final quinta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al mes de su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

8-11/PL-000006, Ley Andaluza de Promoción del 
Trabajo Autónomo

Aprobada por el Pleno del Parlamento de Andalucía el día 14 
de diciembre de 2011, en el transcuros de la sesión celebra­
da los días 14 y 15 del mismo mes y año
Orden de publicación de 19 de diciembre de 2011

LEY ANDALUZA DE PROMOCIÓN DEL TRABAJO 
AUTÓNOMO

8-11/PL-000006

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El Estatuto de Autonomía para Andalucía establece 
en su artículo 157, como principio básico de la política 
económica, promover la capacidad emprendedora y 
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la actividad económica de las emprendedoras y los 
emprendedores autónomos. Junto a ello el artículo 172 
dispone que una ley del Parlamento de Andalucía regu-
lará las políticas de apoyo y fomento de la actividad del 
trabajo autónomo. En cumplimiento de este mandato, 
el Parlamento de Andalucía, en sesión plenaria de 23 
de septiembre 2009, decidió por unanimidad iniciar los 
trabajos preliminares de la presente Ley.

En el marco del VII Acuerdo de Concertación Social 
de Andalucía, adoptado el 24 de noviembre de 2009, 
se contempla, entre las medidas destinadas a apoyar 
el autoempleo y el trabajo autónomo, impulsar la elabo-
ración del Anteproyecto de Ley del Trabajo Autónomo 
en Andalucía y su posterior desarrollo reglamentario 
con la participación de los agentes firmantes.

II

Desde el punto de vista socioeconómico, es impor-
tante señalar el notable papel que desempeña el trabajo 
autónomo en el desarrollo de Andalucía. En la actualidad, 
el número de trabajadoras y trabajadores autónomos 
afiliados a la Seguridad Social en nuestra Comunidad 
asciende a 468.304, de los cuales un 67% son hombres y 
el 33% mujeres, que contribuyen a vertebrar el desarrollo 
productivo de Andalucía. Por sectores de actividad, el 
del comercio y reparación de vehículos agrupa al 30% 
de las autónomas y los autónomos; seguido de la hos-
telería, con un 11,2%; la construcción, con un 10,9%, y 
el sector agrícola y ganadero, con un 9,2%.

En el siglo xxi, el trabajo autónomo agrupa a una 
serie de colectivos que están muy alejados de lo que 
el mismo representó en siglos pasados, cuando se 
identificaba casi exclusivamente con actividades de 
pequeña dimensión poco rentables económicamente. 
En la actualidad, el autoempleo se caracteriza por la 
fuerza emprendedora, incorpora un gran valor añadido, 
introduce nuevos modelos de desarrollo tecnológico y 
abarca nuevas actividades socioeconómicas, del que 
puede ser claro exponente el creciente número de 
trabajadores y trabajadoras autónomos en el sector 
de las industrias culturales y creativas.

Por otra parte, el trabajo autónomo ampara diferentes 
modalidades de trabajadores y trabajadoras, incluidos 
los económicamente dependientes, además comprende 
tanto los trabajos tradicionales, desde la óptica de los 
nuevos tiempos, como las actividades más novedosas, 
contribuyendo todas ellas al desarrollo sostenible de 
nuestra economía.

Por ello puede asegurarse que, en el momento 
actual, entre las trabajadoras y los trabajadores por 
cuenta propia priman la profesionalidad y la autoorga-
nización, aunque también les exige el máximo esfuerzo 
para aumentar su competitividad, introduciendo nuevos 
modelos que les ofrezcan refuerzos suficientes para 
afrontar los cambios continuos del sistema económico, 
así como las situaciones de fluctuación y crisis.

III

La aprobación de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 
del Estatuto del Trabajo Autónomo, representa un hito 
importante para el desarrollo de la actividad econó-
mica por cuenta propia. En primer lugar, aporta un 
marco conceptual y jurídico adecuado a la definición 
del trabajo autónomo, que deja de ser una definición 
estrictamente económica o sociológica para pasar a 
tener rango normativo. Y, en segundo lugar, constituye 
un avance en el reconocimiento de todos los derechos 
de las personas trabajadoras autónomas, pues, por pri-
mera vez, el sistema de protección de éstas se acerca 
a los derechos que vienen siéndoles reconocidos a 
las trabajadoras y los trabajadores por cuenta ajena. 
Actualmente se está llevando a cabo el desarrollo 
legislativo y reglamentario del Estatuto.

En relación con las Comunidades Autónomas, el Es
tatuto del Trabajo Autónomo les atribuye diversas com-
petencias que se desgranan a lo largo de su articulado 
y, muy especialmente, en su Título V.

El Título V de la citada Ley 20/2007, de 11 de julio, 
relativo al fomento y promoción del trabajo autónomo, 
dispone, en su artículo 27, que los poderes públicos, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán 
políticas de fomento del trabajo autónomo dirigidas al 
establecimiento y desarrollo de iniciativas económicas 
y profesionales por cuenta propia. Por otro lado, la 
disposición adicional sexta de la misma, en relación 
con lo dispuesto por los artículos 20 y 21, posibilita 
la creación de registros especiales de asociaciones 
profesionales de trabajadores autónomos en las 
Comunidades Autónomas y fija la capacidad de las 
mismas para determinar la representatividad de las 
asociaciones de trabajadores autónomos de acuerdo 
con los criterios contemplados en el citado artículo 21. 
Asimismo, el artículo 22 prevé la creación de Consejos 
del Trabajo Autónomo en las Comunidades Autónomas.

Paralelamente a ello, el artículo 173 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía reconoce a la Comuni-
dad Autónoma la formulación de una política propia 
de relaciones laborales que, respecto de la materia de 
referencia, comprenderá, en todo caso, el fomento del 
autoempleo, las políticas de prevención de riesgos 
laborales y protección de la seguridad y salud laboral, 
y la promoción de medios de resolución extrajudicial 
de conflictos laborales.

El artículo 3 de la Ley 4/2002, de 16 de diciembre, 
de creación del Servicio Andaluz de Empleo, dispone 
que éste, en tanto que servicio público de empleo de 
la Comunidad Autónoma, tiene como objetivo espe-
cífico el ejercicio de las competencias en materia de 
empleo y cualificación profesional, para lo cual ejerce 
las funciones de planificación, gestión, promoción y 
evaluación de los distintos programas y acciones para 
el empleo competencia de la Comunidad Autónoma y, 
en particular, los relativos al fomento del autoempleo 
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y de las vocaciones empresariales, la formación de 
emprendedores y pequeños empresarios, y la difusión 
de la cultura empresarial, así como la promoción y el 
desarrollo del empleo local, atendiendo a las necesi-
dades específicas de cada territorio y en coordinación 
con las administraciones locales.

En cumplimiento del artículo 8.3.f) de la citada 
Ley 4/2002, de 16 de diciembre, el anteproyecto de la 
presente Ley ha sido sometido al Pleno del Consejo 
de Administración del Servicio Andaluz de Empleo de 
la Consejería de Empleo en su sesión extraordinaria 
de fecha 15 de julio de 2010.

En el marco descrito, la Junta de Andalucía apuesta 
por que el trabajo autónomo continúe siendo una fuerza 
notable para el desarrollo de nuestra Comunidad. Por 
ello, sobre la base de las competencias que en esta 
materia se reconocen a Andalucía, y en desarrollo del 
Estatuto del Trabajo Autónomo, mediante la presente 
Ley se establecen las políticas públicas de promoción 
del trabajo autónomo precisas para contribuir al for-
talecimiento del mismo a través de una relación ágil, 
directa y eficaz entre la Administración y trabajadoras 
y trabajadores autónomos y sus asociaciones, basada 
en los principios de la buena gobernanza y la utilización 
de medios electrónicos accesibles.

IV

La presente Ley constituye el resultado del cumpli-
miento de los anteriores mandatos. Para su elaboración 
se ha consultado a las organizaciones sindicales y 
empresariales, así como a las asociaciones de traba-
jadores autónomos.

La Ley consta de dieciocho artículos, distribuidos 
en cinco capítulos, así como de una disposición dero-
gatoria y ocho disposiciones finales.

El Capítulo I está dedicado a las disposiciones 
generales. En primer lugar, se parte de los supuestos 
comprendidos en el ámbito de aplicación subjetivo del 
Estatuto del Trabajo Autónomo circunscritos al ámbito 
territorial de Andalucía.

Respecto del objeto de la presente Ley, hemos de 
señalar que, con la misma, no se pretenden regular 
las condiciones laborales del trabajador o trabajadora 
autónomos, cuestión que constituye el objeto del citado 
Estatuto del Trabajo Autónomo.

Por el contrario, la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, en una actuación pionera respecto del resto 
de Comunidades Autónomas, eleva a rango de ley los 
compromisos que, en el marco del citado artículo 173 
del Estatuto de Autonomía, asume respecto de las 
políticas públicas relativas al trabajo autónomo. Para 
ello, concibe el Plan Estratégico del Trabajo Autónomo 
como el instrumento que le permitirá establecer, evaluar 
y, en su caso, rediseñar dichas políticas públicas con 

el objetivo de alcanzar su máximo nivel de eficacia y 
eficiencia. Con la misma finalidad se contempla el es-
tablecimiento de sistemas de evaluación de la calidad 
de los servicios públicos.

El Capítulo II, del fomento del trabajo autónomo, 
contempla las líneas generales de las políticas activas 
de apoyo y fomento del trabajo autónomo que, con el 
objetivo final de aumentar y mejorar el tejido productivo 
andaluz con plena garantía del derecho a la igualdad de 
oportunidades de personas y territorios, se destinan a 
promover la competitividad y la generación de empleo 
en este ámbito.

Asimismo, se establece el Distintivo Andaluz al Tra-
bajo Autónomo de Excelencia como un reconocimiento 
a los méritos en el desarrollo de la actividad profesional 
por cuenta propia en territorio andaluz.

El Capítulo III se dedica a la promoción de la 
seguridad y la salud laboral en el marco del trabajo 
autónomo, señalando un elenco de medidas destinadas 
a fomentar la prevención de los riesgos laborales, entre 
las que destacan la gestión de una oferta formativa 
preventiva general y sectorial dirigida específicamente 
a las trabajadoras y trabajadores autónomos, así como 
el establecimiento de programas específicos para el 
trabajo autónomo económicamente dependiente en 
este ámbito.

El Capítulo IV contiene el desarrollo en nuestro ámbito 
territorial del Título III de la Ley 20/2007, de 11 de julio.

En primer lugar, se establece el concepto de aso
ciaciones profesionales del trabajo autónomo de Andalucía 
y el carácter preceptivo de la inscripción de éstas en el 
Registro de Asociaciones Profesionales del Trabajo Autó-
nomo de Andalucía, creado mediante Decreto 362/2009, 
de 27 de octubre, y se prevé la creación de una comisión 
encargada de declarar la condición de asociación profe-
sional del trabajo autónomo representativa de Andalucía, 
cuya composición y procedimiento para la comprobación 
y valoración de los criterios de suficiente implantación 
deberán ser desarrollados reglamentariamente.

Asimismo, y a efectos de depósito y publicidad, se 
habilita la creación del Registro de Acuerdos de Inte-
rés Profesional de Andalucía, en el seno del Consejo 
Andaluz de Relaciones Laborales.

A continuación, y en uso de la posibilidad contem-
plada por el artículo 22.3 de la citada Ley, se crea el 
Consejo Andaluz del Trabajo Autónomo, como órgano 
consultivo y de asesoramiento del Gobierno andaluz 
en materia socioeconómica y profesional del trabajo 
autónomo y a través del cual se canaliza el derecho 
de participación institucional de las organizaciones y 
asociaciones más representativas del trabajo autónomo.

El Capítulo V establece el Sistema Extrajudicial 
de Resolución de Conflictos en Andalucía del Trabajo 
Autónomo Económicamente Dependiente, como sis-
tema propio basado en los principios de gratuidad, 
celeridad, agilidad, igualdad, audiencia de las partes, 
contradicción e imparcialidad.
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V

La disposición derogatoria única procede a dero-
gar específicamente el Decreto 175/2006, de 10 de 
octubre, por el que se aprueba el Plan de Fomento y 
Consolidación del Trabajo Autónomo en Andalucía y 
se prevé la continuidad de la vigencia del antes citado 
Decreto 362/2009, de 27 de octubre.

Por lo que se refiere a las disposiciones finales, la 
primera contempla el título competencial que habilita 
a la Comunidad Autónoma a dictar la presente Ley.

Las disposiciones finales segunda a sexta estable-
cen los plazos máximos para proceder a la elaboración 
del primer Plan Estratégico del Trabajo Autónomo, a la 
creación del Registro de Acuerdos de Interés Profesional 
de Andalucía, a la constitución de la comisión encar-
gada de declarar y revisar la condición de asociación 
profesional del trabajo autónomo representativa de 
Andalucía y del Consejo Andaluz del Trabajo Autóno-
mo, así como para la puesta en marcha del Sistema 
Extrajudicial de Resolución de Conflictos en Andalucía 
del Trabajo Autónomo Económicamente Dependiente.

La disposición final séptima habilita al Consejo de 
Gobierno para proceder al desarrollo reglamentario 
de la presente Ley.

La disposición final octava dispone que la presente 
Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. De conformidad con lo establecido en los 
artículos 1 y 2 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del 
Estatuto del Trabajo Autónomo, la presente Ley será 
de aplicación a las personas físicas que realicen de 
forma habitual, personal, directa, por cuenta propia y 
fuera del ámbito de dirección y organización de otra 
persona, una actividad económica o profesional a título 
lucrativo, con residencia y domicilio fiscal en Andalucía, 
den o no ocupación a trabajadores por cuenta ajena.

2. Sin perjuicio de cualquier otro supuesto en el que 
se cumplan los requisitos establecidos en el apartado 
anterior, se declaran expresamente incluidos en el 
ámbito de aplicación de esta Ley las trabajadoras y los 
trabajadores autónomos económicamente dependientes, 
así como los trabajos realizados de forma habitual por 
familiares de las personas definidas en dicho apartado 
que no tengan la condición de trabajadores sometidos 
al Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, con las limitaciones que se establezcan 
en las normas reglamentarias. Asimismo se declaran 
expresamente incluidos los demás supuestos contempla-
dos en el artículo 1.2 de la Ley 20/2007, de 11 de julio.

3. Se entenderán expresamente excluidas del ámbito 
de aplicación de la presente Ley aquellas prestaciones 
de servicios que no cumplan con los requisitos de los 
apartados anteriores y en especial:

a) Las relaciones de trabajo por cuenta ajena, de 
conformidad a lo establecido en el artículo 1.1 del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

b) La actividad que se limita pura y simplemente al 
mero desempeño del cargo de consejero o miembro 
de los órganos de administración en las empresas que 
revistan la forma jurídica de sociedad, de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 1.3.c) del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

c) Las relaciones laborales de carácter especial a 
las que se refiere el artículo 2 del Texto Refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores y disposiciones 
complementarias.

Artículo 2. Objeto.

La presente Ley regula las políticas públicas orien-
tadas a apoyar y fomentar el trabajo autónomo, en 
particular las destinadas a la formación, a la prevención 
de riesgos laborales y a la protección de la seguridad 
y salud laboral, y a la resolución extrajudicial de con-
flictos individuales y colectivos del trabajo autónomo 
económicamente dependiente, así como a desarrollar 
en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía el Título V de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 
del Estatuto del Trabajo Autónomo.

Artículo 3. El Plan Estratégico del Trabajo Autónomo.

1. La Administración de la Junta de Andalucía elaborará 
el Plan Estratégico del Trabajo Autónomo como instru-
mento de diseño, planificación, coordinación, seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas que se desarrollen 
en el ámbito del trabajo autónomo, con la finalidad de 
alcanzar la máxima eficacia y eficiencia en la consecución 
de los objetivos marcados por la presente Ley.

Las actuaciones contempladas en dicho plan deberán 
integrar la perspectiva de género y de conciliación y co-
rresponsabilidad, a los efectos de garantizar la igualdad 
de oportunidades entre mujeres y hombres y promover 
la conciliación de la vida laboral, familiar y personal, así 
como medidas que incentiven la actividad emprendedora 
entre colectivos con especiales dificultades de acceso 
al empleo.

Asimismo, deberá prestarse especial atención tanto 
a la formación permanente y readaptación profesional 
en el ámbito específico del trabajo autónomo como a 
la promoción de la cultura preventiva a fin de reducir la 
siniestralidad laboral y garantizar la salud de los traba-
jadores y trabajadoras autónomos.

2. Corresponde a la consejería competente en 
materia de trabajo autónomo la elaboración del plan, 
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que será aprobado por el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía.

3. El Plan Estratégico incluirá, entre otros extremos, 
los siguientes:

a) Un diagnóstico socioeconómico del trabajo au-
tónomo, su situación presente y perspectiva de futuro.

b) Objetivos generales perseguidos, orientaciones es-
tadísticas, acompañados de los programas, actuaciones, 
medios y recursos necesarios para la ejecución del plan.

c) Informe de impacto de género con perspectiva 
intersectorial en el que se analicen los efectos poten-
ciales del plan sobre las mujeres y los hombres.

d) Un cronograma del desarrollo de los programas, 
actuaciones y líneas contempladas.

e) Medidas de coordinación interdepartamental e 
interadministrativa que se consideren necesarias.

f) Mecanismos de seguimiento y evaluación del 
propio plan.

g) Mecanismos de prospección de la situación del tra-
bajo autónomo en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

4. El Plan Estratégico tendrá una vigencia de 
cuatro años.

Artículo 4. Sistemas de calidad de los servicios públicos.

La Comunidad Autónoma de Andalucía, al objeto de 
una mejora continua de la calidad en la prestación de 
los servicios públicos que se desarrollen en el ámbito 
del trabajo autónomo, procederá al establecimiento de 
sistemas de evaluación que engloben el diagnóstico 
sobre los niveles de prestación de los servicios, así 
como la medición del grado de cumplimiento de los 
compromisos declarados en la presente Ley de cuyo 
resultado se elevará informe al Parlamento.

CAPÍTULO II
Fomento del trabajo autónomo

Artículo 5. Políticas activas de fomento del trabajo 
autónomo.

1. La Administración de la Junta de Andalucía, en el 
ámbito de sus competencias y a través de la consejería 
competente en materia de trabajo autónomo, establecerá 
un conjunto integral de políticas activas de apoyo y fo-
mento del trabajo autónomo destinadas a promover la 
competitividad, la mejora del tejido productivo andaluz 
y la generación de empleo en este ámbito.

2. Los programas y actuaciones que se articulen 
para el fomento del trabajo autónomo podrán contem-
plar, entre otras, medidas destinadas a:

a) Establecer incentivos de apoyo financiero diri-
gidos a la puesta en marcha y acompañamiento del 
trabajo autónomo.

b) Fijar incentivos destinados a la creación de empleo 
estable por parte de los trabajadores y trabajadoras 
autónomos.

c) Favorecer la formación y reciclaje profesional 
que garanticen la adecuada y continua capacitación 
del trabajador o trabajadora autónomo en la actividad 
que desarrolle, así como en el uso de las nuevas tec-
nologías de la información y comunicación.

d) Asesorar y apoyar técnicamente al trabajador 
o trabajadora autónomo en las diferentes fases de su 
actividad económica.

e) Potenciar, difundir e informar sobre la cultura del 
emprendimiento y del autoempleo en la sociedad en 
general, y muy especialmente en el marco del sistema 
educativo.

f) Impulsar y crear redes de colaboración entre 
los trabajadores y trabajadoras autónomos a fin de 
fortalecer su posición en el tejido productivo andaluz.

g) Apoyar la conciliación de la vida personal, laboral 
y familiar de los trabajadores y trabajadoras autónomos.

h) Realizar estudios y prospecciones del tejido 
productivo al objeto de identificar las necesidades eco-
nómicas y profesionales demandadas por la sociedad 
andaluza y que puedan ser satisfechas mediante el 
desarrollo de fórmulas de trabajo autónomo.

i) Eliminar los obstáculos que impidan el inicio y 
desarrollo de una actividad económica o profesional 
por cuenta propia.

j) Apoyar al asociacionismo como medio para 
garantizar la cohesión del colectivo de trabajadoras 
y trabajadores autónomos, en general, y por sectores 
de actividad, en particular.

Artículo 6. Ámbitos de atención preferente en las 
políticas activas de fomento del trabajo autónomo.

1. Para promover el desarrollo del tejido productivo 
andaluz, la Administración de la Junta de Andalucía po-
drá contemplar reglamentariamente ámbitos subjetivos 
y territoriales de especial atención en la implantación de 
las políticas activas de fomento del trabajo autónomo, 
garantizando con ello tanto el derecho a la igualdad 
de oportunidades de personas como el equilibrio de 
los territorios.

2. Especialmente se promoverá el acceso y perma-
nencia de las mujeres a la titularidad compartida de la 
actividad empresarial en los distintos sectores como la 
agricultura, hostelería y comercio, entre otros, que se 
desarrollen íntegramente o en su mayor parte en territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, mediante 
acciones de divulgación, información y asesoramiento 
técnico a ambos cónyuges o personas ligadas con una 
relación de análoga afectividad.

Artículo 7. Distintivo Andaluz al Trabajo Autónomo 
de Excelencia.

1. La consejería competente en materia de trabajo 
autónomo concederá anualmente el Distintivo Andaluz al 
Trabajo Autónomo de Excelencia a quienes destaquen 
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por sus méritos o por su trayectoria en el desarrollo de 
su actividad profesional por cuenta propia en territorio 
andaluz.

2. Entre los méritos a tener en cuenta para su con
cesión, se valorarán especialmente las actuaciones 
desarrolladas por las personas candidatas relacionadas 
con el fomento de una economía andaluza basada en 
el desarrollo sostenible, la generación de empleo, la 
modernización de su actividad, la mejora de las con-
diciones de trabajo, las actuaciones que contribuyan a 
la efectiva igualdad entre mujeres y hombres, la cons-
tancia y permanencia en la actividad, el mantenimiento 
de profesiones tradicionales, así como cualquier otra 
que establezca la norma que los regule.

3. La concesión del distintivo dará derecho a su 
uso público en la documentación y publicidad de la 
actividad autónoma correspondiente.

CAPÍTULO III
Fomento de la seguridad y salud 

en el trabajo autónomo

Artículo 8. Promoción de la prevención de riesgos 
laborales.

La Administración de la Junta de Andalucía desple-
gará las políticas públicas necesarias para promover 
la prevención de riesgos laborales en el ámbito del 
trabajo autónomo, a fin de que la actividad profesional 
se desarrolle en condiciones de seguridad y salud en 
el trabajo.

Artículo 9. Medidas de fomento de la prevención de 
riesgos laborales.

La Administración de la Junta de Andalucía, en el 
marco de sus competencias, desarrollará la actividad 
de fomento de la prevención de riesgos laborales en 
el ámbito del trabajo autónomo. A tal efecto, y en el 
marco de las estrategias y planes de seguridad y sa-
lud en el trabajo, se llevarán a cabo, entre otras, las 
siguientes medidas:

a) Promover la sensibilización de quienes ejercen 
su actividad como trabajadoras y trabajadores autóno-
mos, a los efectos de desarrollar una cultura integral 
de la prevención, a través de campañas periódicas de 
información pública de las medidas técnicas y organi-
zativas más oportunas para garantizar la seguridad y 
salud en el ámbito del trabajo autónomo.

b) Desarrollar acciones de asesoramiento público 
a trabajadoras y trabajadores autónomos sobre las 
medidas necesarias en cada actividad para implantar 
una plena y efectiva planificación de la prevención 
frente a los riesgos laborales.

c) Desarrollar actuaciones de vigilancia y control de 
las responsabilidades que en materia de prevención de 

riesgos laborales existen en la normativa vigente res-
pecto a las trabajadoras y los trabajadores autónomos.

d) Establecer ayudas económicas para que traba-
jadoras y trabajadores autónomos puedan disponer 
de los medios adecuados para el cumplimiento de la 
normativa en materia preventiva y de seguridad.

Artículo 10. Formación preventiva y promoción de la 
salud de trabajadoras y trabajadores autónomos.

1. Para favorecer la formación en prevención de 
riesgos laborales, la consejería competente en materia 
de trabajo autónomo y prevención de riesgos laborales 
gestionará periódicamente una oferta formativa preven-
tiva general y sectorial dirigida específicamente a las 
trabajadoras y los trabajadores autónomos.

2. La formación preventiva contemplará las peculiari-
dades del trabajo autónomo, así como las perspectivas 
de género y sectorial, incidiendo preferentemente en 
aquellos sectores que presenten un especial índice 
de peligrosidad.

3. Asimismo se desarrollarán estrategias para la 
promoción de la salud de las personas que desarro-
llen un trabajo autónomo, con especial atención a la 
promoción de estilos de vida saludables a través de 
la sensibilización, la información, el asesoramiento, la 
formación y la promoción de oportunidades.

Artículo 11. Programas específicos para el trabajo 
autónomo económicamente dependiente.

La Administración de la Junta de Andalucía promoverá 
especialmente la protección de la seguridad y salud del 
trabajador y trabajadora autónomos económicamente 
dependientes desarrollando programas específicos de 
información, apoyo y formación.

CAPÍTULO IV
Participación social

Artículo 12. Asociaciones profesionales del trabajo 
autónomo de Andalucía.

1. Tienen la consideración de asociaciones profe-
sionales del trabajo autónomo de Andalucía aquellas 
que, cumpliendo los requisitos generales previstos en la 
normativa estatal para constituirse válidamente como tales 
asociaciones de autónomos, desarrollen principalmente 
sus actividades en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, tengan establecido en ella su 
domicilio social y procedan a inscribirse en el Registro 
de Asociaciones Profesionales del Trabajo Autónomo de 
Andalucía. Se entenderá que una asociación profesio-
nal del trabajo autónomo desarrolla principalmente sus 
actividades en la Comunidad Autónoma de Andalucía 
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cuando más del cincuenta por ciento de las personas 
asociadas estén domiciliadas en la misma.

2. Las asociaciones a las que se refiere el apartado 
anterior se regirán por lo previsto en la Ley Orgánica 1/2002, 
de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, 
y en la Ley 4/2006, de 23 de junio, de Asociaciones de 
Andalucía, sin perjuicio de las especialidades que se derivan 
de la normativa específica de este tipo de asociaciones 
por razón de su objeto o finalidad.

Artículo 13. Registro de Asociaciones Profesionales 
del Trabajo Autónomo de Andalucía.

1. Las asociaciones profesionales del trabajo 
autónomo de Andalucía deberán proceder a inscri-
birse en el Registro de Asociaciones Profesionales 
del Trabajo Autónomo de Andalucía constituido al 
efecto en el seno del Consejo Andaluz de Relaciones 
Laborales. Este registro es específico y diferenciado 
del de cualesquiera otras organizaciones sindicales, 
empresariales o de otra naturaleza que puedan ser 
objeto de registro en dicho Consejo. La inscripción 
será preceptiva a efectos de publicidad, al objeto de 
ostentar la condición de asociación profesional del 
trabajo autónomo de Andalucía y para el reconoci-
miento de los derechos y facultades específicos que 
se reconocen en la presente Ley.

2. La inscripción de estas asociaciones tendrá 
efectos registrales tanto para lo previsto sobre el par-
ticular en la legislación general reguladora del derecho 
de asociaciones como en la legislación estatal sobre 
trabajo autónomo.

Artículo 14. Depósito y publicación de los acuerdos 
de interés profesional.

1. Los acuerdos de interés profesional concerta-
dos entre las asociaciones profesionales del trabajo 
autónomo de Andalucía o sindicatos, que representen 
a las trabajadoras y los trabajadores autónomos eco-
nómicamente dependientes, y las empresas para las 
que ejecuten su actividad podrán ser presentados a los 
solos efectos de depósito y publicidad en el Registro de 
Acuerdos de Interés Profesional que se constituirá al 
efecto en el seno del Consejo Andaluz de Relaciones 
Laborales.

2. En el plazo máximo de diez días desde su pre-
sentación en el registro, se dispondrá su publicación 
gratuita en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, 
siempre y cuando el acuerdo reúna los requisitos es-
tablecidos legalmente.

Artículo 15. Representatividad de las asociaciones 
profesionales del trabajo autónomo de Andalucía.

1. Tendrán la consideración de asociaciones 
profesionales del trabajo autónomo representativas 

en la Comunidad Autónoma de Andalucía aquellas 
asociaciones inscritas en el Registro de Asociaciones 
Profesionales del Trabajo Autónomo de Andalucía y 
que demuestren una suficiente implantación en este 
ámbito territorial.

2. La suficiente implantación se acreditará me-
diante un procedimiento objetivo de valoración en el 
que, entre otros, se tendrán en cuenta los siguientes 
criterios, ponderados en atención a su incidencia en 
Andalucía: el grado de afiliación de trabajadoras y 
trabajadores autónomos a la asociación, directamente 
o a través de las asociaciones federadas a la misma o 
con las que se mantengan acuerdos permanentes de 
representación; los recursos humanos y materiales de 
los que disponga para el cumplimiento de su finalidad 
representativa; los acuerdos de interés profesional en 
los que hayan participado, y la existencia de sedes 
permanentes en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

3. La condición de asociación profesional del trabajo 
autónomo representativa de Andalucía será declarada 
y revisada con carácter periódico, por una comisión 
constituida al efecto, adscrita a la consejería competente 
en materia de trabajo autónomo, integrada por represen-
tantes de la Administración de la Junta de Andalucía y 
personas expertas de reconocido prestigio, en un número 
impar no superior a cinco. Las resoluciones dictadas 
por la citada comisión serán directamente recurribles 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

4. Reglamentariamente se establecerá la composi-
ción de la comisión establecida en el apartado anterior, 
así como el procedimiento para la comprobación y 
valoración de los criterios de suficiente implantación.

5. Las asociaciones profesionales del trabajo autó-
nomo representativas de Andalucía y las organizaciones 
sindicales más representativas de Andalucía gozarán de 
una posición jurídica singular que les otorga capacidad 
jurídica para actuar en representación de las personas 
trabajadoras autónomas en todos los ámbitos que les 
correspondan y, de manera específica, a efectos de:

a) Ostentar representación institucional ante las 
administraciones públicas u otras entidades u orga-
nismos de carácter autonómico o local que la tengan 
prevista.

b) Ser consultadas cuando las administraciones 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía diseñen 
las políticas públicas que incidan sobre el trabajo 
autónomo.

c) Colaborar en la gestión de programas públicos 
dirigidos a las personas trabajadoras autónomas en 
los términos previstos legalmente.

d) Cualquier otra función que se establezca legal 
o reglamentariamente.

6. Idéntica capacidad de actuación se reconocerá a 
las organizaciones empresariales más representativas de 
Andalucía en los ámbitos establecidos en las letras b), c) 
y d) del apartado anterior.
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Artículo 16. Consejo Andaluz del Trabajo Autónomo.

1. Se crea el Consejo Andaluz del Trabajo Autónomo, 
como órgano adscrito a la consejería con competencias 
en materia de trabajo autónomo, con carácter consultivo 
y de asesoramiento de la Administración de la Junta 
de Andalucía en materia socioeconómica y profesional 
del trabajo autónomo, y con la finalidad de canalizar el 
derecho de participación institucional del conjunto de 
las organizaciones y asociaciones que representan a 
trabajadores o trabajadoras autónomos.

2. Son competencias específicas del Consejo:
a) Emitir informe con carácter preceptivo sobre:
1.º El proyecto de Plan Estratégico del Trabajo 

Autónomo elaborado por la consejería competente en 
materia de trabajo autónomo.

2.º Las modificaciones a la presente Ley.
3.º El reglamento regulador del Distintivo Andaluz 

al Trabajo Autónomo de Excelencia.
b) Emitir los informes que se le soliciten sobre:
1.º Los anteproyectos de leyes y decretos que 

incidan sobre el trabajo autónomo.
2.º El diseño de las políticas públicas andaluzas en 

materia de trabajo autónomo.
3.º Cualesquiera otros asuntos que se sometan a 

su consulta por el Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía o por la consejería competente en materia 
de trabajo autónomo.

c) Elaborar, a solicitud del Consejo de Gobierno 
o de la consejería competente en materia de trabajo 
autónomo, estudios o informes relacionados con el 
ámbito propio de sus competencias.

d) Ser informado por parte de la consejería compe-
tente en materia de trabajo autónomo de la ejecución 
y de la evaluación de impacto del Plan Estratégico del 
Trabajo Autónomo.

e) Designar a la persona que ejercerá la represen-
tación de la Comunidad Autónoma en el ámbito del 
Consejo del Trabajo Autónomo Estatal.

f) Cualesquiera otras que le sean atribuidas legal 
o reglamentariamente.

3. El Consejo Andaluz del Trabajo Autónomo estará 
compuesto por representantes de las asociaciones pro-
fesionales de trabajadores autónomos representativas 
en Andalucía cuyo ámbito de actuación sea intersecto-
rial y autonómico, por las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas, por la asociación 
de entidades locales más representativa en el ámbito 
andaluz y por representantes de la Administración 
General de la Junta de Andalucía.

4. La Presidencia del Consejo corresponderá al 
titular de la consejería competente en materia de 
trabajo autónomo, sin perjuicio de que pueda delegar 
su ejercicio en otro cargo público con rango de Vice-
consejero o Viceconsejera.

5. Reglamentariamente se desarrollará la composi-
ción y régimen de funcionamiento del Consejo.

CAPÍTULO V
Sistema Extrajudicial de Resolución de 

Conflictos en Andalucía del Trabajo Autónomo 
Económicamente Dependiente

Artículo 17. Creación y promoción.

1. El Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflic-
tos en Andalucía del Trabajo Autónomo Económicamente 
Dependiente se constituye como órgano administrativo 
específico cuya actuación se basará en los principios 
de efectividad, gratuidad, celeridad, agilidad, igualdad, 
audiencia de las partes, contradicción e imparcialidad. 
Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos de interés pro-
fesional podrán instituir órganos específicos de solución 
de conflictos en los términos legalmente previstos. La 
Administración de la Junta de Andalucía promoverá 
y fomentará la difusión y utilización de este sistema.

2. El sistema quedará adscrito al Consejo Andaluz 
de Relaciones Laborales y se sustanciará a través de 
procedimientos de conciliación o mediación que propi-
cien la resolución extrajudicial de los conflictos, tanto 
individuales como colectivos, que puedan surgir en el 
ámbito profesional del trabajo autónomo económicamente 
dependiente.

3. Sin perjuicio del recurso a los procedimientos de 
conciliación o mediación, las partes podrán someterse 
también a procedimientos voluntarios de arbitraje. Este 
procedimiento se someterá a lo pactado entre las partes o 
al régimen que en su caso se pueda establecer mediante 
acuerdo de interés profesional, entendiéndose aplicable 
en su defecto la regulación establecida por la Ley 60/2003, 
de 23 de diciembre, de Arbitraje, la Ley 16/1987, de 30 
de julio, de Ordenación de Transportes Terrestres, o 
cualquier otra normativa específica y sectorial.

4. Las asociaciones profesionales del trabajo 
autónomo representativas de Andalucía, así como 
las organizaciones sindicales y las asociaciones 
empresariales más representativas de la Comunidad 
Autónoma andaluza, serán informadas del desarrollo 
y seguimiento del sistema.

5. Reglamentariamente se determinarán la estruc-
tura orgánica y funcionamiento, las normas de proce-
dimiento y la necesaria dotación de medios humanos, 
económicos y materiales que garanticen el eficiente 
funcionamiento del sistema.

Artículo 18. Conciliación preceptiva previa al ejercicio 
de acciones judiciales.

1. El Sistema Extrajudicial de Resolución de Con-
flictos en Andalucía del Trabajo Autónomo Económi-
camente Dependiente asumirá el preceptivo intento de 
conciliación o mediación previo al ejercicio de acciones 
judiciales ante el orden social de la jurisdicción, tanto 
en conflictos de naturaleza individual como colectiva.

2. Estas funciones podrán ser asumidas por los 
órganos creados a través de los acuerdos de interés 
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profesional suscritos y en los términos legalmente 
establecidos.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango se opongan a lo previsto en la 
presente Ley, y en concreto el Decreto 175/2006, de 10 
de octubre, por el que se aprueba el Plan de Fomento 
y Consolidación del Trabajo Autónomo en Andalucía.

2. Para el procedimiento de inscripción y certifi-
cación referidos a las asociaciones profesionales del 
trabajo autónomo de Andalucía, continuará en vigor el 
Decreto 362/2009, de 27 de octubre, por el que se crea 
el Registro de Asociaciones Profesionales del Trabajo 
Autónomo de Andalucía y se aprueba su Reglamento 
de Organización y Funcionamiento.

Disposición final primera. Título competencial.

La presente Ley se dicta al amparo del título compe-
tencial recogido en los artículos 58 y 63 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, sin perjuicio de las competen-
cias reservadas al Estado conforme al artículo 149.1.5.ª, 
6.ª, 7.ª, 8.ª y 17.ª de la Constitución Española.

Disposición final segunda. Elaboración del primer 
Plan Estratégico del Trabajo Autónomo.

En el plazo máximo de seis meses a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley se procederá 
a elaborar y aprobar el primer Plan Estratégico del 
Trabajo Autónomo.

Disposición final tercera. Creación y regulación del 
Registro de Acuerdos de Interés Profesional de Andalucía.

En el plazo máximo de seis meses a partir de la 
entrada en vigor de la presente se creará, por decreto 
de la consejería competente en materia de trabajo au-
tónomo, el Registro de Acuerdos de Interés Profesional 
de Andalucía, contemplado en el artículo 14.

Disposición final cuarta. Regulación y constitución 
de la comisión encargada de declarar y revisar la con­
dición de asociación profesional del trabajo autónomo 
representativa de Andalucía.

En el plazo máximo de seis meses a partir de la entrada 
en vigor de la presente Ley, se procederá a aprobar 
la normativa reglamentaria reguladora de la comisión 
encargada de declarar y revisar la condición de asociación 
profesional del trabajo autónomo representativa de 
Andalucía, en la que se establecerá su composición así 
como del procedimiento para la comprobación y valoración 
de los criterios de suficiente implantación, contemplada 

en el artículo 15, procediéndose inmediatamente a la 
constitución de la misma.

Disposición final quinta. Constitución del Consejo 
Andaluz del Trabajo Autónomo.

En el plazo máximo de seis meses a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley se procederá a 
aprobar la normativa reglamentaria reguladora del 
Consejo del Trabajo Autónomo de Andalucía, proce-
diéndose inmediatamente a la constitución del mismo.

Disposición final sexta. Regulación y puesta en marcha 
del Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos 
en Andalucía del Trabajo Autónomo.

1. En el plazo máximo de seis meses desde la 
entrada en vigor de la presente Ley, se procederá 
a aprobar la normativa reglamentaria reguladora del 
Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos en 
Andalucía del Trabajo Autónomo, y a la constitución e 
inicio de su funcionamiento material.

2. Hasta tanto no se produzca el inicio de su funcio-
namiento, las actividades de conciliación o mediación 
previas al ejercicio de las acciones judiciales en relación 
con el régimen profesional de los trabajadores autóno-
mos económicamente dependientes serán asumidas 
en su totalidad por el Centro de Mediación, Arbitraje 
y Conciliación.

Disposición final séptima. Habilitación normativa.

El desarrollo reglamentario de esta Ley se llevará a 
efecto de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 
y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 
de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición final octava. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía.

8-11/PL-000010, Proyecto de Ley del Presupuesto 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el 
año 2012

Enmiendas que se mantienen para su defensa en Pleno, pre­
sentadas por los GG.PP. Popular de Andalucía e Izquierda 
Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía
Sesión de la Mesa del Parlamento de 21 de diciembre de 2011
Orden de publicación de 21 de diciembre de 2011
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A LA PRESIDENTA DEL PARLAMENTO DE 
ANDALUCÍA

El G.P. Popular de Andalucía, al amparo de lo previsto 
en el artículo 120 del vigente Reglamento de la Cámara, 
comunica el mantenimiento para su defensa en Pleno de 
las enmiendas al Proyecto de Ley 8-11/PL-000010, del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para el año 2012, que habiendo sido defendidas y vota-
das en Comisión no han sido incorporadas al Dictamen.

Parlamento de Andalucía, 14 de diciembre de 2011. 
La Portavoz del G.P. Popular de Andalucía, 

María Esperanza Oña Sevilla.

A LA PRESIDENTA DEL PARLAMENTO DE 
ANDALUCÍA

El G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por 
Andalucía, conforme lo dispuesto en el Reglamento de 
la Cámara, comunica que mantiene, para su defensa 
en el Pleno, todas las enmiendas, relativas al Proyecto 
de Ley 8-11/PL-000010, del Presupuesto de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía para el año 2012, que 
habiendo sido defendidas y votadas en Comisión no 
han sido incorporadas al Dictamen.

Parlamento de Andalucía, 14 de diciembre de 2011. 
El Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes- 

Convocatoria por Andalucía, 
Diego Valderas Sosa.

8-11/PL-000012, Proyecto de Ley por la que se 
eleva el mínimo exento para personas con dis-
capacidad y se regula el tipo de gravamen del 
Impuesto sobre el Patrimonio en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía

Enmiendas que se mantienen para su defensa en Pleno, 
presentadas por el G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Con­
vocatoria por Andalucía
Sesión de la Mesa del Parlamento de 21 de diciembre de 2011
Orden de publicación de 22 de diciembre de 2011

A LA PRESIDENTA DEL PARLAMENTO DE 
ANDALUCÍA

El G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por 
Andalucía, conforme lo dispuesto en el Reglamento de 
la Cámara, comunica que mantiene, para su defensa 
en el Pleno, todas las enmiendas, relativas al Proyecto 
de Ley, 8-11/PL-000012 por el que se eleva el mínimo 
exento para personas con discapacidad y se regula el 
tipo de gravamen del Impuesto sobre el Patrimonio en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía (procedente del 
Decreto-Ley 2/2011, de 25 de octubre de 2011), que, 

habiendo sido defendidas y votadas en la Comisión, 
no han sido incorporadas al Dictamen.

Parlamento de Andalucía, 14 de diciembre de 2011. 
El Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía, 
Diego Valderas Sosa.

Proposición de Ley a tramitar ante la 
Mesa del Congreso de los Diputados

8-11/PPPL-000001, Proposición de Ley Orgáni-
ca a tramitar ante la Mesa del Congreso de los 
Diputados de delegación de competencias so-
bre las aguas de la cuenca del Guadalquivir que 
transcurren íntegramente por territorio andaluz 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía

Aprobada por el Pleno del Parlamento el día 14 de diciembre 
de 2011, en sesión celebrada los días 14 y 15 del mismo mes 
y año, de conformidad con lo previsto en los artículos 87.2 de 
la Constitución Española, 106.9 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía y 172.2 del Reglamento de la Cámara
Orden de publicación de 19 de diciembre de 2011

PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE DELEGACIÓN 
DE COMPETENCIAS SOBRE LAS AGUAS DE LA 

CUENCA DEL GUADALQUIVIR QUE TRANSCURREN 
ÍNTEGRAMENTE POR TERRITORIO ANDALUZ EN LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

8-11/PPPL-000001

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El artículo 45 de la Constitución ordena a los poderes 
públicos velar por la utilización racional de todos los 
recursos naturales. Por su parte, el artículo 149.1.22.º 
del texto constitucional atribuye al Estado la competencia 
exclusiva sobre legislación, ordenación y concesión de 
recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las 
aguas discurran por más de una comunidad autónoma, 
mientras que su artículo 150.2 le concede la capacidad 
de delegar en las comunidades autónomas, mediante 
ley orgánica, facultades correspondientes a materias 
de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean 
susceptibles de delegación.

II

El artículo 51 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de 
marzo, de Reforma del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, atribuyó a esta Comunidad Autónoma com-
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petencias exclusivas sobre las aguas de la cuenca del 
Guadalquivir que transcurrieran por su territorio y no 
afectaran a otra comunidad autónoma. A su amparo, 
se produjo mediante Real Decreto 1666/2008, de 17 
de octubre, el correspondiente traspaso de funciones y 
servicios de la Administración General del Estado a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de recur-
sos y aprovechamientos hidráulicos sobre las mismas.

III

La Sentencia del Tribunal Constitucional 30/2011, 
de 16 de marzo, declaró inconstitucional y nulo dicho 
artículo, por vulnerar el artículo 149.1.22.º de la 
Constitución y no ser el Estatuto de Autonomía una 
norma idónea para la delimitación de las competencias 
exclusivas del Estado allí establecidas. Tras la Sentencia 
del Tribunal Constitucional, con fecha 7 de abril de 2011, 
la Administración General del Estado y la Administración 
de la Junta de Andalucía formalizaron un convenio de 
colaboración por el cual se encomendó por la primera 
a esta última la gestión en materia de recursos y 
aprovechamientos hidráulicos correspondientes a las 
aguas de la cuenca hidrográfica del Guadalquivir que 
discurren íntegramente por el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. Con dicha encomienda se 
dio solución transitoria y se arbitraron con carácter 
inmediato las medidas de alcance temporal y provisional 
que debían garantizar la continuidad y normalidad en 
la prestación de los servicios públicos hidráulicos por 
el tiempo que requería el proceso de adecuación de la 
gestión de la cuenca hidrográfica del Guadalquivir al 
ordenamiento jurídico como consecuencia de la citada 
sentencia del Tribunal Constitucional.

IV

La declaración de nulidad del artículo 51 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía abre la posibilidad prevista 
en el artículo 150.2 del texto constitucional de delegar en 
la Comunidad Autónoma las competencias estatales sobre 
las aguas de la cuenca del Guadalquivir que transcurren 
por territorio andaluz y no afectan a otras comunidades 
autónomas y que por su propia naturaleza sean sus-
ceptibles de delegación. Ese es el objeto de la presente 
ley orgánica. El ejercicio por la Comunidad Autónoma 
de Andalucía de competencias delegadas por el Estado 
se encuentra a su vez previsto en el artículo 42.3 de su 
Estatuto de Autonomía y tiene una plena justificación, 
en este caso, por el alto porcentaje de la cuenca que 
transcurre por territorio andaluz.

V

La delegación de competencias que se regula 
en la presente ley orgánica tiene su fundamento en 
la exigencia constitucional del uso racional de los 
recursos naturales y respeta el límite material que el 

artículo 149.1.22.º de la Constitución impone al propio 
legislador estatal y que impide fragmentar la gestión o 
que se produzca una compartimentación, atendiendo 
a los confines geográficos de cada comunidad autó-
noma, del régimen jurídico o de la administración de 
las aguas de las cuencas intercomunitarias. Por ello, 
no se delegan las competencias que inciden sobre el 
régimen jurídico de las aguas, cuyo ejercicio se reser-
va íntegramente al Estado, atribuyendo en todo caso 
al Estado las correspondientes fórmulas de control 
adicional constitucionalmente permitidas. Del mismo 
modo, se instrumentan las necesarias instancias de 
coordinación entre ambas administraciones, la autonó-
mica y la estatal, y se atribuye al Estado velar en todo 
momento por el respeto de las competencias de las 
restantes comunidades autónomas que, aun cuando 
de forma minoritaria, disponen de territorio incluido en 
la cuenca hidrográfica del Guadalquivir.

VI

La delegación de competencias objeto de la presente 
ley orgánica afecta únicamente a las expresamente 
mencionadas en su articulado, quedando fuera de su 
objeto cualquier otra competencia que tenga atribuida el 
Estado en virtud del artículo 149.1.22.º de la Constitución 
o de cualquier otro título competencial, particularmente las 
de normativa básica de protección del medio ambiente, 
las obras públicas hidráulicas de interés general y la 
planificación hidrológica de la demarcación, que es 
el instrumento idóneo, según las directivas europeas 
y la legislación básica de agua, conjuntamente con el 
Comité de Autoridades Competentes, para garantizar el 
principio de unidad de gestión de la cuenca hidrográfica 
y sus aguas marinas asociadas. Por ello, siendo la 
planificación de la cuenca hidrográfica de obligado 
cumplimiento y limitándose exclusivamente la delegación 
de competencias a los volúmenes asignados por la 
planificación hidrológica a los sistemas de explotación del 
territorio andaluz, se garantiza en cualquier caso que la 
delegación autonómica no afectará a otras comunidades 
autónomas que se sitúan “aguas arriba”.

VII

Quedan igualmente fuera del ámbito de la presente 
ley orgánica, y no se ven afectadas por ella, las 
competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
que inciden sobre el territorio y el medio hídrico en que 
se sitúa la cuenca hidrográfica del Guadalquivir y que 
tienen su fundamento en disposiciones de su Estatuto 
de Autonomía distintas del artículo 51 declarado nulo, 
particularmente las relacionadas con las normas 
adicionales de protección del medio ambiente, las 
emergencias, la protección civil, la ejecución de obras 
hidráulicas que no estén declaradas de interés general 
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del Estado y el establecimiento de sus propios tributos.
En virtud de lo cual, con la debida reserva de facultades 

a favor de la Administración General del Estado sobre 
dichas aguas, como titular de la competencia exclusiva 
y para garantizar la unidad de gestión de la cuenca 
hidrográfica del Guadalquivir, al amparo de lo establecido 
en el artículo 150.2 de la Constitución, se delega en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía el ejercicio de las 
facultades a que se refiere el artículo 149.1.22 de la 
Constitución, sobre las aguas de la cuenca hidrográfica 
del Guadalquivir que transcurren por su territorio y no 
afectan a otra comunidad autónoma, con el alcance que 
se establece en esta ley.

Artículo 1. Objeto de la ley.

1. La presente ley orgánica tiene por objeto, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 150.2 de la 
Constitución Española, la delegación de competencias 
de titularidad exclusiva estatal en la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, previstas en el artículo 149.1.22 
de la Constitución Española y referidas a la cuenca 
hidrográfica del Guadalquivir, en los términos recogidos 
en los artículos siguientes.

2. La delegación de competencias que por esta ley 
orgánica se aprueba no afecta a las competencias de 
la Comunidad Autónoma en materias distintas a la ad
ministración del agua que se ejercen en el ámbito de 
la cuenca hidrográfica del Guadalquivir, en especial las 
relativas al medio ambiente y la protección civil y emer
gencias. En especial, la delegación se entenderá sin 
perjuicio de la competencia de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía para la adopción de medidas adicionales 
de protección y saneamiento de los recursos hídricos y 
de los ecosistemas acuáticos, así como de la adopción 
de medidas adicionales en caso de sequía.

Igualmente se entenderán a salvo las competencias 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de 
planificación, construcción y financiación de las obras 
públicas en su ámbito territorial, siempre que no estén 
declaradas de interés general por el Estado y sin per-
juicio, respecto de estas últimas, de la encomienda que 
pueda acordarse sobre las mismas en virtud de convenio.

3. La delegación se establece sin perjuicio de la 
capacidad de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para el establecimiento de tributos propios que incidan 
sobre el uso de las aguas de la Cuenca Hidrográfica 
del Guadalquivir que discurren por su territorio, la 
ejecución de obra pública y los servicios que preste 
la Administración autonómica a los ciudadanos, cuyos 
hechos imponibles no estén gravados por el Estado, de 
acuerdo con las competencias que tiene reconocidas 
por la Constitución y el Estatuto de Autonomía.

4. Las actividades contenidas en esta delegación 
se llevarán a cabo por la Administración de la Junta 
de Andalucía, a través de su propia organización ad-
ministrativa, usando sus medios propios o mediante la 

contratación con terceros, de acuerdo con los proce-
dimientos legalmente establecidos.

Artículo 2. Competencias de la Administración General 
del Estado cuyo ejercicio se delega en la Comunidad 
Autónoma.

1. Se delega en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía el ejercicio de las competencias ejecutivas 
de la Administración General del Estado, tanto las 
correspondientes al Ministerio de Medio Ambiente y 
Medio Rural y Marino como las de la Confederación 
Hidrográfica del Guadalquivir, en relación con las aguas 
de la cuenca del Guadalquivir que transcurren por el 
territorio andaluz y no afectan a otras comunidades 
autónomas, a excepción de aquellas competencias 
ejecutivas que permanecerán bajo ejecución directa de 
la Administración General del Estado y que se detallan 
en el artículo 3.

2. En concreto, la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
en el ámbito competencial definido en el apartado 
anterior, de conformidad con la legislación del Estado 
en materia de aguas y en el marco de los planes 
hidrológicos aprobados por el Estado, ejercerá en 
nombre de este, mediante delegación, las siguientes 
competencias:

a) La concesión de los recursos hídricos asignados 
y reservados por la planificación hidrológica en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
previa comunicación al organismo de cuenca.

b) La administración y gestión del Registro de 
Aguas, así como la emisión de las correspondientes 
certificaciones sobre su contenido. Asimismo, la 
Comunidad Autónoma gestionará el Catálogo de Aguas 
Privadas y el censo de los vertidos autorizados.

c) La gestión y protección de los recursos hídricos, 
el otorgamiento de autorizaciones de vertido y de uso 
o aprovechamiento del dominio público hidráulico y 
sus zonas asociadas, la policía de aguas y cauces, la 
iniciación, instrucción y resolución de procedimientos 
sancionadores en materia de aguas.

d) La regulación y conducción de los recursos hídricos, 
así como la explotación, conservación y régimen de 
desembalses de los aprovechamientos hidráulicos y 
demás obras hidráulicas que tienen por objeto garantizar 
la disponibilidad y aprovechamiento de las aguas, 
excepto los aprovechamientos y obras hidráulicas 
que gestione directamente la Administración General 
del Estado, conforme a lo dispuesto en el artículo 3.

e) La emisión de los informes previstos por la 
legislación de aguas relativos a las actuaciones y 
planes que la Comunidad Autónoma de Andalucía 
haya de aprobar en el ejercicio de sus competencias 
en materia de medio ambiente, ordenación del territorio 
y urbanismo, espacios naturales, pesca, montes, 
regadíos y obras públicas, así como la emisión de 
informes, previo informe vinculante del organismo de 
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cuenca sobre la disponibilidad y compatibilidad con la 
planificación hidrológica, sobre planes, programas o 
actuaciones de la Administración autonómica o de las 
entidades locales de Andalucía que comporten nuevas 
demandas de recursos hídricos.

f) La Comunidad Autónoma de Andalucía reali-
zará la explotación y mantenimiento de los Sistemas 
Automáticos de Información Hidrológica (SAIH) y de 
Calidad de las Aguas (SAICA), incluida la instalación 
de nuevos elementos de los mismos.

3. En relación con la utilización y protección del 
dominio público hidráulico, la Comunidad Autónoma, 
en el territorio de Andalucía, ejercerá por delegación 
las funciones siguientes:

a) La incoación, instrucción y resolución de los 
procedimientos de apeo y deslinde de los cauces de 
dominio público hidráulico, así como de los procedimientos 
referentes a la determinación de zonas inundables.

b) Las autorizaciones de cesiones de derecho al 
uso privativo de las aguas, en coordinación con la 
Administración General del Estado.

c) El desarrollo de las medidas para el cumplimiento 
de los objetivos ambientales hidrológicos y de la calidad 
de las aguas conforme a la normativa básica estatal.

4. Asimismo, se delegan en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía cuantas actuaciones gestoras de carácter 
ejecutivo sean necesarias para el funcionamiento de 
los servicios a que se refieren las funciones que se 
delegan y no se reserve para sí o realice directamente 
la Administración General del Estado.

Artículo 3. Competencias que ejercerá el Estado.

Seguirán siendo ejercidas directamente por los 
órganos correspondientes de la Administración del 
Estado las siguientes competencias:

1. La aprobación de las normas reglamentarias 
que dicte en desarrollo y ejecución de la legislación 
estatal de aguas.

2. La fijación del ámbito territorial de la Demarca-
ción Hidrográfica del Guadalquivir, conforme regula 
el artículo 16 bis.5 del Texto Refundido de la Ley de 
Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, 
de 20 de julio.

3. La elaboración, aprobación, seguimiento y revisión 
del Plan Hidrológico de Demarcación del Guadalquivir.

4. La programación, aprobación y ejecución de obras 
hidráulicas que sean de interés general del Estado o 
cuya realización afecte a otra comunidad autónoma, 
sin perjuicio de su encomienda de gestión mediante 
convenio a la Comunidad Autónoma de Andalucía 
cuando así se estime conveniente.

5. La emisión de informe previo a la adopción de los 
siguientes acuerdos, que tendrán carácter vinculante 
si fueren denegatorios:

a) La autorización de intercambio de derechos sobre 
el agua que se lleve a cabo en centros de intercambio 

de derechos gestionados por la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, conforme a lo establecido en artículo 4.8, 
cuando el sistema de explotación al que afecte no se 
halle íntegramente incluido en el territorio andaluz.

b) La autorización de los contratos de cesión de 
derechos de uso de aguas cuando los sistemas de 
explotación a los que afecten no se hallen íntegramente 
comprendidos en el territorio de la Comunidad Autónoma.

c) La emisión de los informes a que se refiere el 
artículo 2.2.e) cuando los planes, programas o actua-
ciones afecten a otras comunidades autónomas.

d) La emisión del informe previo previsto en el 
artículo 2.2.e).

6. La presidencia del Comité de Autoridades Com-
petentes y del Consejo del Agua de la Demarcación 
Hidrográfica del Guadalquivir.

7. El Registro de Aguas en el ámbito funcional no 
incluido en este traspaso, así como la base de datos 
que incluirá los existentes en los registros de aguas, 
catálogos de aguas privadas, censos de vertidos y 
demás censos o registros que se lleven en la Demar-
cación Hidrográfica del Guadalquivir.

8. El Registro de las Zonas Protegidas, donde estarán 
incluidas todas aquellas zonas de la Demarcación Hidro
gráfica del Guadalquivir que hayan sido declaradas objeto 
de protección especial en virtud de norma específica.

9. La Administración General del Estado gestionará 
directamente los embalses de Fresneda y Montoro, ubi-
cados fuera de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

10. La gestión de los embalses de El Pintado y 
Jándula y aquellas obras hidráulicas que tengan por 
objeto garantizar la disponibilidad y aprovechamiento 
de las aguas que afecten a un ámbito territorial que no 
corresponda exclusivamente a la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

11. La gestión y explotación de los pantanos de la 
Breña II y el Arenoso se llevará a cabo en los términos que 
se establezcan mediante acuerdo de la Comisión Mixta 
de Transferencias a que se refiere la disposición transi-
toria primera del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Artículo 4. Coordinación entre el Estado y la Comu­
nidad Autónoma de las competencias que se delegan.

1. La Administración General del Estado y la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía arbitrarán fórmulas de 
coordinación, suministro de información y asesoramiento 
técnico para el mejor cumplimiento de las funciones 
que se delegan.

2. Representantes de ambas administraciones se 
integrarán en los respectivos órganos de gobierno y 
participación de la administración pública del agua para 
garantizar la adecuada cooperación en el ejercicio de 
las funciones delegadas.

3. La Administración General del Estado y la 
Comunidad Autónoma de Andalucía podrán colaborar, 
mediante los oportunos convenios, en el desarrollo de 
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estudios, ejecución y gestión de obras e instalaciones 
de interés general del Estado.

4. La Comunidad Autónoma de Andalucía y la 
Administración General del Estado se facilitarán 
mutuamente los datos que se requieran para fines 
de estadística nacional o que sean necesarios en la 
planificación hidrológica o para el cumplimiento de 
obligaciones ante la Unión Europea.

5. La Comunidad Autónoma de Andalucía facilitará 
a la Administración General del Estado la información 
de sus registros que deba ser incluida en el Registro de 
Aguas y en el censo de vertidos de aguas continentales 
de la Demarcación Hidrográfica del Guadalquivir.

6. La Administración General del Estado determi-
nará los costes de los usos en Andalucía derivados 
del régimen económico financiero de la Ley de Aguas 
correspondientes a los embalses del Jándula y El Pin-
tado, que trasladará a la Comunidad Autónoma para su 
repercusión a los usuarios finales en la forma prevista 
por la legislación vigente. La Comunidad Autónoma 
de Andalucía pagará anualmente a la Confederación 
Hidrográfica del Guadalquivir el importe correspon-
diente a dichos costes, conforme a las condiciones 
establecidas por la Comisión Mixta de Seguimiento 
de la Delegación de las Funciones y Servicios, a que 
se refiere el artículo 8.

7. La Administración del Estado y la Comunidad 
Autónoma de Andalucía establecerán un protocolo en 
relación con los sistemas de información y gestión de 
interés común, que podrá concretarse mediante los 
pertinentes convenios de colaboración. En particular, 
para el intercambio de información hidrológica y de 
calidad de las aguas de la cuenca en tiempo real, se 
suscribirá un convenio de colaboración.

8. Ambas administraciones podrán crear conjun-
tamente centros de intercambio de derechos de las 
aguas, que podrán ser gestionados por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía cuando las aguas a las que 
afecten dichos intercambios de derechos estén situadas 
en el territorio andaluz.

9. Ambas administraciones establecerán los perti-
nentes mecanismos de coordinación para determinar 
el régimen de explotación y desembalses de los embal-
ses y las obras hidráulicas asociadas gestionadas por 
cada Administración en la Demarcación Hidrográfica 
del Guadalquivir.

Artículo 5. Modalidad de control.

1. La Administración General del Estado podrá 
emitir instrucciones motivadas para el desempeño de 
las funciones delegadas en la Administración de la 
Junta de Andalucía.

2. En caso de incumplimiento de las obligaciones 
asumidas en virtud de la delegación de competencias, 
el Gobierno requerirá formalmente al respecto a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía y, si persistiere el 

incumplimiento, previo dictamen del Consejo de Estado, 
dará cuenta de ello a las Cortes Generales, que acordarán 
lo procedente sobre mantener la delegación o revocarla.

Artículo 6. Medios materiales, personales y financieros.

Los acuerdos para la cesión de los medios materiales, 
personales y financieros que comporten el coste real 
de dichos servicios se llevarán a cabo en la comisión 
mixta a la que se refiere la disposición transitoria primera 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

De lo acordado en dicha comisión se dará conoci-
miento y audiencia a las Comunidades Autónomas de 
Castilla-La Mancha, Murcia y Extremadura, antes de su 
adopción definitiva, mediante real decreto, por el Gobierno 
de la Nación.

Artículo 7. Financiación.

Sin perjuicio de lo anterior, la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía se hará cargo de todos los gastos 
e ingresos derivados de la ejecución de las funciones 
y servicios que por esta ley orgánica se le delegan.

Artículo 8. Comisión de Seguimiento.

Se constituye una Comisión de Seguimiento de 
la Delegación de Funciones y Servicios, que estará 
integrada por un número igual de representantes de la 
Administración General del Estado y de la Comunidad 
Autónoma, presidida por la Administración General del 
Estado, que se reunirá cuantas veces sea necesario, 
a petición de cualquiera de las dos administraciones, 
para deliberar y acordar la coordinación de las actua-
ciones relacionadas con la finalidad perseguida por 
esta delegación de funciones y servicios.

La Comisión de Seguimiento arbitrará fórmulas de 
coordinación, suministro de información y asesoramiento 
técnico, para el mejor cumplimiento de las funciones y 
servicios que son objeto de delegación.

Artículo 9. Vigencia de la delegación.

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 5, la dele-
gación que constituye el objeto de esta ley tendrá una 
duración indefinida.

En caso de extinción de la delegación, la Administra-
ción General del Estado se subrogará en los contratos 
suscritos y demás obligaciones asumidas con terceros 
para el ejercicio de las actividades delegadas.

Disposición adicional primera. Participación de la 
Comunidad Autónoma en la planificación hidrológica.

De acuerdo con el contenido de la legislación estatal 
en materia de aguas, la participación en la planificación 
hidrológica de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
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se producirá a través de los órganos de cooperación 
y planificación de la demarcación hidrográfica, en 
particular mediante la elaboración de propuestas de 
actuaciones y de programas de medidas para su inclusión 
en el Plan Hidrológico de Demarcación.

Disposición adicional segunda. Desarrollo y eje­
cución.

Además de lo previsto en el artículo 6, corresponderá 
a la comisión mixta, a la que se refiere la disposición 
transitoria primera del Estatuto de Autonomía para 

Andalucía, la adopción de cuantos acuerdos sean ne-
cesarios para el desarrollo y ejecución de la delegación 
de competencias que se establece en esta ley, que 
serán aprobados mediante real decreto.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente ley orgánica entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del 
Estado.

RÉGIMEN INTERIOR

Contratos administrativos

RESOLUCIÓN de 9 de diciembre de 2011, de la 
Secretaría General, por la que se anuncia la for-
malización del contrato de los servicios de man-
tenimiento de 10 aparatos elevadores, situados 
en la zona remodelada en el año 1992, de la sede 
del Parlamento de Andalucía y de la Cámara de 
Cuentas de Andalucía.

Orden de publicación de 9 de diciembre de 2011

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Parlamento de Andalucía.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio 

de Asuntos Generales y Gestión de Personal.
c) Número de expediente: 33/2011.
d) Dirección de Internet del perfil del contratante: 

www.contrataciondelestado.es

2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Suministro.
b) Descripción del objeto: Mantenimiento de 10 

aparatos elevadores, situados en la zona remodelada 
en el año 1992, de la sede del Parlamento de Andalucía 
y de la Cámara de Cuentas de Andalucía.

c) Lote (en su caso): No.
d) CPV (referencia de nomenclatura): 50750000-7: 

Servicios de mantenimiento de ascensores.
g) Medio de publicación del anuncio de licitación: 

BOJA núm. 71 y BOPA núm. 716.

h) Fecha de publicación del anuncio de licitación: 
12 de julio de 2011.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudi-
cación.

a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto con varios criterios de 

adjudicación.

4. Valor estimado del contrato: 80.184,00 euros.

5. Presupuesto base de licitación. Importe neto: 
40.092,00 euros. Importe total: 47.308,56 euros.

6. Formalización del contrato:
a) Fecha de adjudicación: 9 de noviembre de 2011.
b) Fecha de formalización del contrato: 1 de di-

ciembre de 2011.
c) Contratista: Fain Ascensores, S.A.
d) Importe de adjudicación. Importe neto: 18.960,00 

euros. Importe total: 22.372,80 euros.
e) Ventajas de la oferta adjudicataria: Es la segunda 

oferta más económica, presenta todas las certificacio-
nes que son objeto de valoración: UNE- EN ISO-9.001, 
ISO 14.001:2004 y OHSAS 18.001:2007; y el tiempo de 
respuesta y personación en la asistencia técnica para 
las reparaciones y la atención de las averías que se 
produzcan en los ascensores será de treinta minutos.

Sevilla, 9 de diciembre de 2011. 
El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía, 

José Antonio Víboras Jiménez.
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SERVICIO DE PUBLICACIONES OFICIALES

PUBLICACIONES OFICIALES EN INTERNET

El servicio de Publicaciones Oficiales es la unidad administrativa 
responsable de la edición del Boletín Oficial, el Diario de Sesiones 
del Parlamento de Andalucía y la Colección Legislativa y de la 
gestión de las grabaciones de las sesiones parlamentarias.

En el ámbito de la página institucional de la Cámara andaluza 
podrá encontrar la siguiente información en relación con las 
publicaciones oficiales:

• Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía

• Diario de Sesiones del Pleno, de la Diputación 
Permanente y de las Comisiones

• Epígrafes de clasificación de las publicaciones 
oficiales

• Índices y estadísticas de la actividad parlamentaria, 
objeto de publicación

• Textos legales en tramitación

• Colección Legislativa

www.parlamentodeandalucia.es
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